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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN 
PLENARIA LOS DÍAS 25 DE NOVIEMBRE Y 14 

DE DICIEMBRE DE 2015 AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 72 DE 2014

por la cual se regula el sector de vigilancia y seguridad 
privada en Colombia y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:
TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES
CAPÍTULO I

-

Artículo 1°. Objetivo de la vigilancia y seguridad 
privada
seguridad privada, en cualquiera de sus clases, es dis-
minuir y prevenir las amenazas que afecten o puedan 
afectar la vida, la integridad personal y el tranquilo 
ejercicio de los derechos sobre los bienes de las per-
sonas que reciben su protección, sin alterar o pertur-
bar las condiciones para el ejercicio de los derechos 
o libertades públicas de la ciudadanía y sin invadir la 
órbita de competencia reservada a las autoridades, y en 

orden público o las actividades de defensa y seguridad 
nacional.

Artículo 2°. . Para efectos de la presen-
te ley se entenderá:

1. . 
Para efectos de la presente ley, entiéndase por servicios 
de vigilancia y seguridad privada, las actividades que en 

pública o privada, desarrollan las personas naturales o 
jurídicas, tendientes a prevenir o detener violaciones a 
la seguridad y tranquilidad individual en lo relacionado 
con la vida y los bienes propios o de terceros y la fabri-
cación, instalación, comercialización y utilización de 

equipos para vigilancia y seguridad privada, blindajes 

2. 
. Entiéndase por clases de servicios de vigilan-

se puedan realizar para prestar los servicios de vigilan-
cia y seguridad privada, los cuales son determinados 
por la presente ley y establecidos en las licencias de 
funcionamiento.

3. . Estado carente de amenaza o peligro.
4. . Situación de riesgo o peligro para la 

seguridad de los protegidos.
5. . Se entiende por riesgo las contingencias 

que pueden derivar en un daño o perjuicio para las per-
sonas, instalaciones, activos, valores o intangibles.

6. . Los medios son los elementos, equipos 
y herramientas con los que se prestan los servicios de 
vigilancia y seguridad privada, en cualquiera de sus 
clases.

7. -
. Entiéndase por entidades de vigilancia y 

seguridad privada:
a) Empresas de vigilancia y seguridad privada;
b) Departamentos de seguridad;
c) Cooperativas de vigilancia y seguridad privada;
d) Personas naturales.
Los prestadores del servicio de vigilancia y seguri-

dad privada se encuentran sometidos al control, inspec-
ción y vigilancia de la Superintendencia de Vigilancia 
y Seguridad Privada.

8. . Se 
entiende por empresa de vigilancia y seguridad priva-
da la sociedad o cooperativa especializada legalmente 
constituida para este tipo de servicios, exceptuando las 
empresas unipersonales y las sociedades por acciones 
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prestación remunerada de servicios de vigilancia y se-
guridad privada, protección de instalaciones, personas, 
activos, valores, intangibles y derechos, estudios en se-
guridad, prevención y gestión de riesgos en seguridad, 
en las clases y con los medios establecidos en la ley.

9. . Se entenderá 
por departamento de seguridad, la dependencia que al 
interior de una empresa u organización empresarial o 
entidad de derecho público o privado no remunerados, 
que por su magnitud requieren de este tipo de servicios 
para garantizar su correcto funcionamiento, se estable-
ce para proveer el servicio de vigilancia y seguridad de 
personas vinculadas a la misma. Estos departamentos 
en ningún caso podrán prestar sus servicios al público.

Los departamentos de seguridad de gran magnitud 
pueden tener su propio departamento de capacitación, 
el cual preste sus servicios únicamente al personal vin-
culado al departamento de seguridad de un grupo es-

efectos de esta ley, se entiende que únicamente podrán 
tener departamentos de capacitación los grupos econó-
micos o empresariales o personas jurídicas que cuenten 
con activos superiores a los 77.500 SMLM en el 31 de 
diciembre del año anterior a que se trate.

10. -
. Se entiende por cooperativa espe-

cializada de vigilancia y seguridad privada la empresa 
asociativa sin ánimo de lucro en la cual los trabajado-
res son simultáneamente los aportantes y gestores de la 
empresa, creada con el objeto único de prestar activida-
des de vigilancia y seguridad privada a terceros.

11. . Son todas aquellas personas que se 
acogen a la protección de otras.

12. . Persona natural o jurídica que se be-

o seguridad privada, bien sea como propietario de los 
bienes objeto de protección, o como receptor directo 
del servicio.

13. 
. Denominación que agrupa a todas aquellas 

personas dedicadas al desarrollo de las actividades de 
vigilancia y de seguridad privada, vinculados con los 
prestadores del servicio de vigilancia y seguridad pri-

a) . Las personas naturales que, con una ca-
pacitación especial, prestan el servicio de protección a 
personas, vehículos, mercancías o cualquier otro obje-
to, a través de armas de fuego o de servicios de vigilan-
cia y seguridad privada no armados;

b) . La persona natural que 
en la prestación del servicio se le ha encomendado 
como labor proteger, custodiar, efectuar controles de 
identidad en el acceso o en el interior de inmuebles 
determinados y vigilar bienes muebles e inmuebles de 
cualquier naturaleza, de personas naturales o jurídicas, 

disminuir o disuadir los atentados o amenazas que pue-
dan afectarlos en su seguridad, sin perjuicio del respeto 
a la libertad personal;

c) . Persona capacitada en el 
manejo y control de los caninos entrenados para ayudar 
en la labor de prevenir riesgos de seguridad y brindar 
protección a personas y bienes en un lugar o lugares 
determinados;

d) . Es aquella persona ca-
pacitada en vigilancia y seguridad privada, que dirige 
actividades relacionadas con el desarrollo de la presta-
ción de los servicios de vigilancia y seguridad privada, 
garantizando el cumplimiento de protocolos de opera-
ción;

e) . Es la persona a quien le co-
rresponde el análisis de las situaciones de riesgo y la 

-
sas para la implementación y realización de los servi-
cios de seguridad;

f) . Es la perso-
na natural que atiende, recepciona y evalúa las señales 
sonoras o visuales generadas por un sistema técnico de 
seguridad electrónica, procesa su respuesta, atiende al 
usuario y coordina con la autoridad en caso de ser ne-
cesaria su intervención.

14. . Se entiende 
por vigilancia y seguridad humana la clase de vigilan-
cia y seguridad privada de componente presencial, en 
un lugar o lugares determinados, con el propósito de 
prevenir y detectar la ocurrencia de eventos que atenten 
contra las personas y los bienes protegidos de acuerdo 
con los términos del contrato suscrito con los usuarios 
del servicio. Esta actividad se puede realizar de forma 

de fuego, o con cualquier otro medio.
15. . Se entiende por vigilan-

cia electrónica la clase desarrollada por las empresas 
de vigilancia y seguridad privada consistente en la su-

móviles a través de cualquier medio o plataforma, tec-

y detectar la ocurrencia de eventos que atenten contra 
los bienes y personas amparados bajo la órbita del con-
trato suscrito por los usuarios.

16. . Se entien-
de por transporte multimodal de valores la clase consis-
tente en la prestación remunerada de servicios de trans-
porte, custodia y manejo de valores en modo terrestre, 

17. . Se entiende 
por capacitación y entrenamiento en vigilancia y segu-
ridad privada la clase encaminada a impartir formación 
y conocimiento altamente especializados en esta área, 
así como la que tiene por objeto actualizar y formar in-
tegralmente en competencias laborales a través de una 
escuela de formación.

El servicio de capacitación y entrenamiento en vigi-
lancia y seguridad privada solo podrá ser prestado por 
una persona jurídica legalmente constituida cuyo único 
objeto social sea la prestación de este tipo de servicios.

18. -
. Entiéndase por servicio de blindaje 

y arrendamiento de elementos blindados en los servi-
cios de vigilancia y seguridad privada la clase que com-
prende cualquiera de las siguientes actividades:

a) Fabricación, producción, ensamblaje o elabora-
ción de equipos, elementos, productos o automotores 
blindados;

b) Importación y exportación de equipos, bienes, 
productos o automotores blindados o para el blindaje;
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c) Comercialización de blindajes, equipos, produc-
tos, elementos o automotores blindados;

d) Alquiler, arrendamiento, leasing o comodato de 
equipos, elementos o automotores blindados para la vi-
gilancia y seguridad privada;

e) Instalación y/o acondicionamiento de elementos, 
equipos o automotores blindados.

19. Actividades de fabricación, importación, expor-
tación, comercialización, instalación o arrendamiento 
de equipos destinados a la vigilancia y seguridad priva-
da. Clase de servicio de vigilancia y seguridad privada 
que comprende el grupo de actividades de fabricación, 
comercialización, importación, exportación, instala-
ción, y arrendamiento de equipos destinados para la 
vigilancia y seguridad privada.

20. -
. Entiéndase por consultoría, asesoría y 

estudios en seguridad privada la clase encaminada a la 
prevención de amenazas a la seguridad por medio de 

-
didas para disminuirlos o eliminarlos.

21. -
car los factores de riesgo para la seguridad de los sitios, 
y personas protegidas, que no invada la órbita de com-
petencia de las autoridades.

22. . Armas explícitamente diseñadas 
para incapacitar o repeler a una persona, con una baja 
probabilidad de fallecimiento o lesión permanente, o 
para inhabilitar un equipo, con mínimo daño indeseado 
o impacto en el ambiente.

23. . Son aquellos bienes 
muebles o inmuebles fabricados o acondicionados en 
todas o algunas de sus partes por diferentes materiales, 

-
ridad, contra el efecto de la acción de armas de fuego, 
explosivas o mecánicas.

24. -
. Son aquellos dispositivos, mecanismos y 

componentes utilizados para prestar el servicio de vigi-
lancia y seguridad privada, entre otros:

a) Equipos de detección. Son todos aquellos mate-
riales o equipos para descubrir la presencia de armas u 
otros elementos;

b) . Son to-
dos aquellos equipos y materiales que se emplean para 
observar o escuchar lo que sucede en lugares remotos;

c) -
. Son todos aquellos ma-

teriales o equipos, como sensores, detectores, sistemas 
de alarmas, cámaras, sistemas de grabación, lectoras, 
controles de acceso, detectores de incendio, y demás 
elementos que se emplean para proteger personas, ins-
talaciones, valores, dineros, joyas, documentos y de-
más elementos en entidades bancarias, de comercio, 
residencias o similares;

d) . Son todos aque-
llos equipos o elementos fabricados para causar amena-
za, lesión o contrarrestar una agresión;

e) . 
Son todos aquellos equipos o materiales utilizados para 

con los que se puedan llevar a cabo actos terroristas.

25. . Es la prestación del servicio de 
vigilancia y seguridad privada en la clase de vigilancia 
humana, en la que se centra la actividad en lugares o 
puntos determinados que no trascienden la categoría de 
área y no requiere de medios de transporte.

26. . Es la prestación del servicio 
de vigilancia y seguridad privada en la clase de vigilan-
cia humana, en la que se centra la actividad en sitios o 
áreas de grandes dimensiones, y que requiere del apoyo 
de transporte, bien sea terrestre, aéreo o acuático.

27. . Es la pres-
tación del servicio de vigilancia y seguridad privada en 
la clase de vigilancia humana, que centra su actividad 

medio de escoltas.
Artículo 3°. Deberes y obligaciones que rigen la 

prestación del servicio de vigilancia y seguridad pri-
vada. Los servicios de vigilancia y seguridad privada 
constituyen obligaciones de medio y no de resultado, 
y quienes los presten deberán desarrollar sus funciones 
teniendo en cuenta los siguientes deberes y obligacio-
nes:

1. Acatar la Constitución, la ley y demás normas que 
regulen el sector de la vigilancia y seguridad privada.

2. Respetar los derechos fundamentales y libertades 
de la comunidad, absteniéndose de asumir conductas 
reservadas a la Fuerza Pública.

pública en los servicios que presta.
4. Contribuir a la prevención del delito, reduciendo 

las oportunidades para la actividad criminal, desalen-
tando la acción de los criminales en colaboración con 
las autoridades de la República.

5. Adoptar medidas de prevención y control apro-
-

cios puedan ser utilizados como instrumentos para la 
realización de actos ilegales o para dar apariencia de 
legalidad a actividades delictivas, o a prestar servicios 
a delincuentes o a personas directa o indirectamente 
vinculadas a cualquier actividad delictiva.

6. Asumir actitudes disuasivas o de alerta cuando 
observen la comisión de actos delictivos en los alre-
dedores del lugar donde están prestando sus servicios, 
dando aviso inmediato a la autoridad, de manera que 
puedan impedirse o disminuirse sus efectos.

7. Informar de inmediato a la autoridad competente 
sobre la comisión de hechos punibles de los que tenga 
conocimiento durante su servicio o fuera de él, prestan-
do la colaboración que la autoridad requiera.

8. Prestar apoyo cuando lo soliciten las autoridades 

9. Adoptar las medidas administrativas, civiles y 
penales a que haya lugar cuando el personal vinculado 
a las actividades de vigilancia y seguridad privada se 
vea involucrado, por acción o por omisión, en hechos 
que atenten contra los bienes o personas a las cuales se 
brindan vigilancia o protección, o por conductas que 
infrinjan el Estatuto de Vigilancia y Seguridad Privada 
y la normativa vigente.

10. Colaborar con la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada y con el Departamento Control 
Comercio de Armas, Municiones y Explosivos en la la-
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bor de inspección, proporcionando toda la información 
que estas requieran en ejercicio de sus funciones.

11. Mantener permanentemente actualizados los 
permisos, libros, registros, seguros y demás requisitos 
que exige la normatividad que regula el sector.

12. Llevar un registro actualizado y reportar, dentro 
de los primeros cinco (5) días de cada mes ante la Su-
perintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada las 
novedades que presenten en materia de personal, arma-
mento, equipo y demás medios utilizados, así como la 
relación de los usuarios y de los contratos que celebren 
en ejercicio de actividades de vigilancia y seguridad 
privada, de acuerdo a lo dispuesto en las normas que 
regulan la materia y a través de los medios establecidos 

13. Las personas jurídicas licenciadas por la Super-
intendencia de Vigilancia y Seguridad Privada deberán 
reportar y mantener actualizada la dirección registrada 

-
cación de actos administrativos.

14. Pagar oportunamente a la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada la contribución, los ser-
vicios, y las multas impuestas.

15. Dar aviso inmediato a la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada y demás autoridades 
competentes, a través de los medios electrónicos esta-

relevancia que afecten las actividades de vigilancia y 
seguridad privada.

visitas inspectivas de la Superintendencia de Vigilancia 
y Seguridad Privada y del Departamento Control Co-
mercio de Armas, Municiones y Explosivos.

17. Responder a las peticiones de los usuarios de 
actividades de vigilancia y seguridad privada de con-
formidad con la Ley 1755 de 2015 y las normas que 

-
rresponda a la prestación de los servicios de vigilancia 
y seguridad privada, sujetos al control y vigilancia de 
la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada.

18. Administrar sus recursos acatando la normativi-
dad contable y tributaria vigente.

19. Las personas jurídicas licenciadas por la Super-
intendencia de Vigilancia y Seguridad Privada deberán 
cumplir con las Normas Internacionales de Informa-
ción Financiera (NIIF) y reportar en los términos lega-

año inmediatamente anterior conforme a la normativa 
vigente.

20. Los departamentos de seguridad deberán des-
agregar al máximo nivel su contabilidad global de la 
contabilidad de la empresa u organización empresarial 
o entidad de derecho público o privado titular de la li-
cencia de funcionamiento. Para el efecto, discriminarán 
el personal, los ítems de la nómina del personal vincu-
lado al departamento de seguridad y el ingreso base de 
liquidación para el pago de la seguridad social.

21. Abstenerse de desarrollar actividades diferentes 
a las licenciadas y las establecidas en su objeto social.

22. Crear mecanismos de autogestión y de respon-
sabilidad social empresarial.

23. Conocer las características básicas de las acti-
vidades que desarrollen sus clientes, el uso que estos 
le den a sus instalaciones o bienes y la situación de las 
personas que se pretende proteger.

24. Guardar reserva sobre la información de sus 
protegidos y/o usuarios, incluyendo la información 

sus actividades profesionales, salvo requerimiento de 
autoridad competente.

25. Enfocar los servicios en la disminución del ries-
go, informando claramente al contratante las condicio-
nes y limitaciones del servicio.

26. Dar estricto cumplimiento a los términos pacta-
dos en los contratos con los usuarios, y no abandonar 
el servicio contratado, sin previo y oportuno aviso al 
usuario.

27. Mantener en forma permanente altos niveles de 

de reconversión y renovación tecnológica para atender 
sus obligaciones.

28. Abstenerse de utilizar medios fraudulentos para 
la capacitación y entrenamiento del personal vinculado 
a las actividades de vigilancia y seguridad privada.

29. Prestar el servicio con personal idóneo y entre-
nado y con los medios adecuados según las característi-
cas del servicio contratado, para prevenir y contrarres-
tar la acción de la delincuencia.

30. Aplicar procesos de selección de personal que 
garanticen la idoneidad profesional del personal que 
integra el servicio. Bajo su responsabilidad, este perso-
nal será destinado para la prestación del servicio a los 
usuarios, y responderá por sus actuaciones en los tér-
minos previstos en los respectivos contratos y en la ley.

31. Garantizar que el personal vinculado a las acti-
vidades de vigilancia y seguridad privada cuenten con 
la capacitación, la formación humana y la idoneidad 
requerida para desarrollar estas actividades conforme 
a la normativa vigente. Será responsabilidad del em-
pleador asumir los costos asociados a la capacitación 
y entrenamiento del personal operativo vinculado a las 
actividades de vigilancia y seguridad privada.

32. Aplicar en la capacitación del personal un espe-
cial enfoque en la prevención del delito, en el respeto a 
los Derechos Humanos, en la colaboración con las au-
toridades, en la valoración del individuo y en el respeto 
a los usuarios.

33. Contar con infraestructura física, administrativa, 

idóneas para las actividades de vigilancia y seguridad 
privada licenciadas.

34. Desarrollar mecanismos de control interno para 
prevenir que el personal del servicio de vigilancia y se-
guridad privada, se involucre directa o indirectamente 
en actividades delictivas.

35. Establecer reglas de conducta que deberán ob-
servar representantes legales, directivos y empleados.

36. Desarrollar mecanismos idóneos de supervisión 
y control internos sobre el personal que permitan ga-
rantizar la calidad en la prestación de los servicios a 
los usuarios.

37. Atender en debida forma los reclamos de los 
usuarios y adoptar medidas en el caso de que alguno de 
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sus dependientes se vea involucrado por acción o por 
omisión, en hechos que atenten contra los bienes o per-
sonas a las cuales se brindan vigilancia o protección.

38. Propender por el bienestar, la dignidad y la plena 
vigencia de los derechos de su personal, logrando man-
tener una relación obrero patronal respetuosa y digna.

39. Dar estricto cumplimiento a las normas que ri-
gen a las relaciones obrero-patronales y reconocer en 
todos los casos los salarios, las compensaciones y pres-
taciones sociales legales o estatutarias y cumplir con 

seguridad social, de acuerdo a lo establecido en la ley.
40. Atender los reclamos que presenten los trabaja-

dores y explicar en forma verbal o escrita a solicitud de 
los mismos, las condiciones de su vinculación laboral.

41. Abstenerse de intervenir en mediar, disuadir o 

42. Emplear los equipos y elementos autorizados 
por la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad pri-
vada,  licencia 
de funcionamiento.

43. Emplear las armas de acuerdo con el uso autori-
zado en los respectivos permisos teniendo en cuenta los 
protocolos para su manipulación, transporte, depósito 
y mantenimiento y abstenerse de emplear armamento 
de fabricación no industrial o no autorizado de acuerdo 
con la ley.

44. Mantener óptimas condiciones de salubridad y 
cuidado de los medios animales en caso de prestar este 
servicio.

por la empresa de vigilancia durante el tiempo de pres-
tación del servicio.

Parágrafo. La Superintendencia de Vigilancia y Se-
-

de reconversión y renovación tecnológica, y por meca-
nismos idóneos de supervisión y control internos sobre 
el personal.

Artículo 4°. Capital extranjero. Bajo ningún tipo 
societario se permitirá la inversión de capitales extran-
jeros en el sector de vigilancia y seguridad privada en 
las clases de servicio determinadas en los literales a) y 
d) del artículo 35.

Tampoco se permitirá inversión destinada a la fabri-
cación, comercialización, instalación, y arrendamiento 
de armas de cualquier tipo.

Parágrafo. Se respetarán los derechos adquiridos 
de las personas jurídicas con socio o capital extranjero 
antes de la entrada en vigencia del Decreto Ley 356 
de 1994, de conformidad con lo establecido en dicho 
decreto.

Artículo 5°. Redes de apoyo y solidaridad ciuda-
dana. El papel de los prestadores del servicio de vi-
gilancia y seguridad privada en las redes de apoyo y 
solidaridad ciudadana será únicamente el de entregar 
información ágil, veraz y oportuna, que permita pre-
venir, evitar y disminuir la realización de todo tipo de 
hechos punibles.

Artículo 6°. Informes. Las empresas de seguridad 
y vigilancia privada y los departamentos de seguridad 

privada deberán enviar a la Superintendencia de Vigi-
lancia y Seguridad Privada, según las normas del Có-
digo de Comercio antes del 30 de abril de cada año, los 

-
cal. En cumplimiento de lo anterior, los departamentos 
de seguridad deberán discriminar los gastos y costos 
destinados a seguridad del año anterior.

CAPÍTULO II

Artículo 7°. Autorización para el desarrollo de los 
servicios de vigilancia y seguridad privada. Las em-
presas solamente podrán prestar los servicios de vigi-
lancia y seguridad privada mediante la obtención de 
licencia expedida por la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada, previo el cumplimiento de los 

normatividad determine.
Las licencias serán expedidas para cada clase de 

servicio de vigilancia y seguridad privada establecidas 
en el artículo 35 de la presente ley, y de acuerdo a sus 
demás disposiciones.

En ningún caso los titulares de las licencias de 
funcionamiento expedidas por la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada podrán arrendar, con-
cesionar y/o dar en franquicia el uso de esta, de tal ma-
nera que nunca podrán ser explotadas por terceros.

Artículo 8°. Requisitos para la licencia de funcio-
namiento de las empresas. La Superintendencia de Vi-
gilancia y seguridad Privada podrá expedir licencia de 
funcionamiento de carácter nacional a las empresas o 
cooperativas especializadas interesadas en prestar los 
servicios de vigilancia y seguridad privada, previo el 
cumplimiento de los siguientes requisitos por parte del 
solicitante:

1. Solicitud dirigida a la Superintendencia de Vigi-
lancia y Seguridad Privada, suscrita por el representan-
te legal, en la cual se informe:

a) Sede principal, sucursales o agencias que preten-
den establecer;

b) Clase del servicio que pretenden ofrecer;
c) En caso que la clase sea vigilancia humana, se 

deberá informar si el servicio se prestará mediante vi-

individual o vigilancia y seguridad penitenciaria;
d) Medios que pretenden utilizar para la prestación 

del servicio, con sus características técnicas, si es del 
caso.

2. Adjuntar los siguientes documentos:
a) Nombres de los asociados y de quiénes actuarán 

como representantes legales de la empresa o cooperati-
va especializada a licenciar, anexando sus hojas de vida 

-
pondientes y fotocopias de la cédula de ciudadanía;

así como del capital social suscrito y pagado;
c) Póliza de seguro de responsabilidad civil extra-

contractual que cubra los riesgos de uso indebido de 
armas de fuego u otros elementos de vigilancia y segu-
ridad privada, no inferior a 400 salarios mínimos lega-
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les mensuales vigentes, expedida por una compañía de 
seguros legalmente autorizada;

-
cal, independientemente del tipo de sociedad, en caso 
que la empresa tenga más de un año de constituida.

3. Solicitud de aprobación de instalaciones y me-
dios por parte de la Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada.

4. Código de Gobierno Corporativo del solicitante.
Parágrafo 1°. Dentro de los sesenta (60) días si-

guientes al otorgamiento de la licencia de funciona-
miento el representante legal deberá enviar a la Su-
perintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, los 
siguientes documentos:

sistema de seguridad social y una caja de compensa-
ción familiar;

b) Copia autenticada de la resolución de aprobación 
del reglamento interno de trabajo expedida por el Mi-
nisterio de Trabajo y Seguridad Social;

c) Reglamento de higiene y seguridad social debida-
mente autenticado por el Ministro de Trabajo y Seguri-
dad Social y correspondiente resolución de aprobación;

al Servicio Nacional de Aprendizaje y al Instituto Co-
lombiano de Bienestar Familiar y al Impuesto sobre la 
Renta para la Equidad (CREE), según corresponda;

e) Resolución sobre autorización de horas extras ex-
pedida por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social;

-
sonal operativo, en los términos del artículo 68 de la 
presente ley.

Parágrafo 2°. La Superintendencia de Vigilancia y 
-

trada y podrá realizar visitas de inspección previa, tan-
to a las instalaciones de la sede principal, sucursales o 
agencias, como sobre los medios que se van a emplear.

Artículo 9°. Gobierno corporativo
promover una sana competencia en el sector, y brindar 
protección a inversionistas, terceros de buena fe, usua-
rios y personal operativo, las empresas de vigilancia y 
seguridad privada y los departamentos de seguridad de-
berán contar con un Código de Gobierno Corporativo, 
el cual deberá contener:

1. Decálogo de valores institucionales y principios 
éticos a los que se adscribe.

2. Código de Ética.
3. Descripción del estilo de la dirección.
4. Directrices éticas para relacionarse con los usua-

rios, otras empresas del sector y entidades estatales.
5. Políticas de gobierno corporativo para la gestión 

de la empresa o el departamento de seguridad.
6. Política de conocimiento de clientes orientada a 

del terrorismo, de conformidad con la legislación vi-
gente.

7. Administración del Código de Gobierno Corpo-
rativo.

8. Indicadores de gestión del Código de Gobierno 
Corporativo.

El Código de Gobierno Corporativo deberá estar 
publicado en la página web de la empresa o departa-
mento de seguridad, o en su defecto estar a disposición 
de los interesados en un lugar visible y de fácil acceso.

Artículo 10. Requisitos para la licencia de funcio-
namiento de cooperativas especializadas. Adicional a 
los requisitos establecidos en el artículo 8° de la pre-
sente ley, las Cooperativas Especializadas de Vigilan-
cia y Seguridad Privada deberán adjuntar a su solicitud 
de licencia de funcionamiento copia del régimen de 
trabajo, previsión, seguridad social y compensaciones 
debidamente aprobado por el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social.

Artículo 11. Vigencia de la licencia de funciona-
miento. La vigencia de las licencias de funcionamiento 
de las empresas de vigilancia y seguridad privada será 
de 10 años. No obstante, de conformidad con el régi-
men sancionatorio, la Superintendencia de Vigilancia 
y Seguridad Privada podrá en cualquier tiempo, previa 
observancia del debido proceso, cancelar la licencia de 
funcionamiento.

Parágrafo. Las empresas con socios o capital ex-
tranjero que en la actualidad cuenten con licencias para 
prestar servicios en las modalidades a) y d) del artículo 
35, no podrán renovar su licencia para dichas modali-
dades.

Artículo 12. Licencia de funcionamiento de los de-
partamentos de seguridad. La Superintendencia de Vi-
gilancia y Seguridad Privada podrá expedir licencia de 
funcionamiento de carácter nacional para los departa-
mentos de seguridad por un término de cinco (5) años, 
y suspenderla de manera discrecional. Para la expedi-
ción de la licencia los departamentos de seguridad de-
berán cumplir con los siguientes requisitos:

1. Solicitud dirigida a la Superintendencia de Vigi-
lancia y Seguridad Privada, suscrita por el represen-
tante legal de la empresa u organización empresarial 
o entidad de derecho público o privado, en la cual se 
informe:

-
tren los riesgos especiales que ameriten la constitución 
del departamento;

b) Nombre y el documento de identidad del repre-
sentante legal;

c) Estructura del departamento de seguridad;
d) Nombre de la persona responsable del departa-

mento de seguridad, adjuntando fotocopia de la cédula 
-

ción y acreditación de la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada;

e) Presupuesto asignado por la empresa para la ope-
ración del departamento de seguridad y el desarrollo de 
los servicios;

f) Medios que pretende utilizar para la prestación 
del servicio con sus características técnicas si es del 
caso;

g) Lugares donde se prestará la vigilancia y seguri-
dad individual, indicando las instalaciones y su ubica-
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representación legal de la empresa expedido por la Cá-
-

cación Tributaria (NIT), cuando sea del caso.
Parágrafo. Para solicitar autorización en la clase de 

vigilancia humana para desarrollar vigilancia y segu-
ridad individual se deberá informar el nombre y do-
cumento de identidad de las personas miembros de la 
empresa u organización empresarial o entidad de de-
recho público o privado que requieran el servicio, y la 

La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada asignará el número máximo de escoltas por per-
sona.

Artículo 13. Requisito de renovación de la licencia 
de los departamentos de seguridad. Será requisito para 
la renovación de la licencia de funcionamiento que el 
departamento de seguridad cuente con un estudio de 
seguridad efectuado por un asesor y/o consultor que 
cuente con permiso vigente expedido por la Superin-
tendencia de Vigilancia y Seguridad Privada.

Artículo 14. Prohibición. La Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada se abstendrá de expedir 
licencias de funcionamiento a las empresas de seguri-
dad y vigilancia privada y los departamentos de segu-
ridad cuyos socios y/o representantes legales hubieren 
pertenecido a empresas o departamentos de seguridad a 
los cuales se les haya cancelado la respectiva licencia.

Artículo 15. Cancelación o no renovación de licen-
cia. La cancelación o no renovación de la licencia de 
funcionamiento se realizará por medio de acto adminis-
trativo expedido por la Superintendencia de Vigilancia 
y Seguridad Privada. Contra este acto procederán los 
recursos de reposición y de apelación.

En caso en que la Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada no renueve o cancele la licencia de 
funcionamiento de la empresa de vigilancia o seguri-
dad privada o departamento de seguridad, esta deberá 
liquidarse o disolverse según corresponda dentro del 
término determinado por esta Superintendencia.

Las personas naturales o jurídicas que con posterio-
ridad al vencimiento de la licencia del departamento 
de seguridad requieran de los servicios de vigilancia y 
seguridad privada, deberán contratar dichos servicios 
por parte de empresas que cuenten con la licencia res-
pectiva.

CAPÍTULO III

Artículo 16. Visibilidad y nacionalidad de los so-
cios y administradores. Toda empresa de vigilancia y 
seguridad privada de cualquier clase deberá garantizar 
la visibilidad de sus socios. Las personas jurídicas que 
actúen como socias de estas empresas garantizarán di-
cha visibilidad, de manera que la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada pueda conocer todas las 
personas naturales que hagan parte de su sociedad.

Las empresas de vigilancia y seguridad privada que 
se constituyan bajo las clases de servicio determinadas 
en los literales a) y d) del artículo 35 de la presente ley 
deben ser constituidas y administradas únicamente por 
personas naturales de nacionalidad colombiana.

Artículo 17. Objeto y razón social. El único objeto 
social de las empresas de vigilancia y seguridad pri-

vada será la prestación de los servicios de vigilancia 

prestado, de acuerdo a lo establecido en el artículo 35 
de la presente ley.

La razón social de las empresas de seguridad pri-
vada deberá ser diferente a la de los organismos del 
Estado.

Parágrafo. Las empresas que se constituyan con el 
-

vada bajo la clase de vigilancia humana para servicios 
de vigilancia y seguridad penitenciaria tendrán como 
objeto social la prestación de estos servicios.

Artículo 18. Capital de las empresas. Las empresas 
de vigilancia y seguridad privada se deben constituir 
con un capital social suscrito y pagado no inferior a mil 
(1.000) salarios mínimos legales mensuales a la fecha 
de su constitución.

Artículo 19. Empleo nacional. El personal operati-
vo de las empresas de vigilancia y seguridad privada 
deberá ser de nacionalidad colombiana.

Artículo 20. Sucursales o agencias. Las empresas 
de vigilancia y seguridad privada debidamente autori-
zadas tendrán un domicilio principal y podrán estable-
cer sucursales y agencias dentro del territorio nacional, 
para el cumplimiento de su objeto, lo cual se regirá por 
las normas comerciales que regulan la materia.

Las instalaciones podrán ser inspeccionadas en todo 
momento por la Superintendencia de Vigilancia y Se-
guridad Privada, quien velará por el cumplimiento de 
lo establecido en el presente artículo.

Parágrafo. Las sucursales y agencias de que trata el 
presente artículo deberán ser registradas ante la Super-
intendencia de Vigilancia y Seguridad Privada por par-
te del titular de la licencia de funcionamiento dentro de 
los cinco (5) días siguientes a la fecha de registro de las 
mismas ante la respectiva Cámara de Comercio.

Artículo 21. Cambio e inclusión de nuevos socios, 
fusiones, escisiones y liquidación. El cambio e inclu-
sión de nuevos socios, las fusiones, las escisiones, y la 
liquidación de las empresas de vigilancia y seguridad 
privada serán autorizadas previamente por la Superin-
tendencia de Vigilancia y Seguridad Privada mediante 
resolución, según el reglamento que dicha entidad ex-

-
nado en la presente ley respecto a la prohibición del 
ingreso de capital extranjero al mercado nacional en las 
clases correspondientes.

CAPÍTULO IV

Artículo 22. Clase permitida. Los departamentos de 
seguridad solo podrán operar en la clase de vigilancia 
humana, exceptuando la vigilancia y seguridad peni-
tenciaria. Se establecerán únicamente para proveer el 
servicio no remunerado de vigilancia y seguridad de 
personas vinculadas a una empresa u organización em-
presarial o entidad de derecho público o privado. Estos 
departamentos en ningún caso podrán prestar sus ser-
vicios al público.

Artículo 23. . Los departamentos 
de seguridad podrán ser constituidos por personas jurí-
dicas que hagan parte de una organización empresarial 
o subordinadas de una misma matriz, previa autoriza-
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ción de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 
Privada.

Las personas jurídicas que conforman el grupo be-

obligaciones derivadas de los departamentos de segu-
ridad, no obstante deberán designar un titular de la li-
cencia de funcionamiento quien presentará la solicitud 
de constitución.

Artículo 24. Pólizas de seguro. La empresa u orga-
nización empresarial a la cual se le concede la licencia 
de funcionamiento de un departamento de seguridad, 
deberá tomar una póliza de seguro de responsabilidad 
civil extracontractual, contra los riegos de uso indebido 
de armas de fuego u otros elementos de vigilancia y 
seguridad privada, no inferior a 400 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, expedida por una compa-
ñía de seguros legalmente autorizada.

Artículo 25. Centro de costos. Los departamentos 
de seguridad deberán contar con un centro de costos in-
dependiente y desagregado al máximo nivel de la con-
tabilidad global del grupo empresarial o de la empresa 
titular de la licencia. Para el efecto, discriminarán el 
personal, los ítems de la nómina del personal vinculado 
al departamento de seguridad y el ingreso base de liqui-
dación para el pago de la seguridad social.

Artículo 26. Armas de fuego. Los departamentos de 
seguridad podrán usar armas de fuego de defensa per-
sonal en la proporción de un (1) arma por cada hombre, 

respectivas en cualquier momento.
De manera excepcional podrán usar armas de uso 

restringido de conformidad con el Decreto número 

o sustituya, y será potestad discrecional del Departa-
mento Control Comercio de Armas, Municiones y Ex-
plosivos, o quien haga sus veces, autorizar un número 
mayor de armas al establecido, previo estudio y justi-

Privada.
Artículo 27. Instalaciones. Las empresas que ten-

gan departamentos de seguridad autorizados, deberán 
contar con instalaciones adecuadas que brinden protec-
ción a las armas, municiones, medios de comunicación 
y equipos de seguridad que posea.

Estas, así como toda la documentación y medios 
que se utilizan para prestar el servicio, podrán ser ins-
peccionadas en todo momento por la Superintendencia 
de Vigilancia y Seguridad Privada.

Artículo 28. Permiso para ser jefe de seguridad. 
Todo departamento de seguridad deberá contar con al 
menos un jefe de seguridad, quien para ejercer el cargo 
deberá contar con un permiso expedido por la Superin-
tendencia de Vigilancia y Seguridad Privada.

Para obtener dicho permiso, deberá acreditar ante la 
Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada el 
cumplimiento de los siguientes requisitos:

1. Ser mayor de edad.
2. Ser nacional colombiano.
3. No contar con antecedentes judiciales.
4. Contar con experiencia en materia de seguridad 

pública o privada por lo menos de tres (3) años.

5. No haber sido sancionado en los cinco (5) años 
anteriores, respectivamente, por falta grave por parte 
de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada.

6. Contar con formación académica que para la ma-
teria reglamentará la Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada.

Parágrafo. Quien pretenda ser jefe de seguridad 
no podrá haber sido condenado por delitos contra los 
Derechos Humanos, el Derecho Internacional Huma-
nitario, o los delitos relacionados con el terrorismo. El 
permiso para ser jefe de seguridad será suspendido por 
la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada 
en los casos en los que su titular esté siendo procesado 
por estos delitos, mientras subsista el proceso. La sus-
pensión será revocada por la entidad cuando el titular 
del permiso presente copia de la resolución de archivo 
de la investigación por parte de la Fiscalía General de 
la Nación, auto que decrete la preclusión de la investi-
gación, o la sentencia de absolución.

Artículo 29. Funciones del jefe de seguridad de los 
departamentos de seguridad. El jefe de seguridad, en 
ejercicio de su actividad deberá efectuar:

-
ción y la programación de las actuaciones precisas para 
la prestación de los servicios de seguridad.

2. La organización y dirección del personal operati-
vo y de los servicios de seguridad privada.

3. La propuesta de los sistemas de seguridad que 
resulten pertinentes, así como la supervisión de su uti-
lización, funcionamiento y conservación.

4. El control de la formación permanente del per-
sonal de seguridad que de él dependa, proponiendo a 
la dirección de la empresa la adopción de las medidas 
o iniciativas adecuadas para el cumplimiento de dicha 

5. Velar por el cuidado del armamento y su adecua-
da utilización.

6. Asegurar la colaboración de los servicios de se-
guridad con las redes de apoyo y seguridad ciudadana.

7. Velar por la observancia de la regulación de la 
vigilancia y seguridad aplicable, expedida por la Su-
perintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada.

Parágrafo. La inobservancia reiterada de lo acá esta-
blecido dará lugar a la decisión de separación del cargo 
por parte de la Superintendencia de Vigilancia y Segu-
ridad Privada por medio de resolución, bajo el procedi-

CAPÍTULO V
 

Artículo 30. Socios. Los asociados a una coopera-
tiva especializada de vigilancia y seguridad privada 
deberán ser personas naturales de nacionalidad colom-
biana.

Artículo 31. Actividades autorizadas. Las coopera-
tivas especializadas de vigilancia y seguridad privada 
únicamente podrán prestar servicios en las clases de 
vigilancia humana y electrónica.

En ningún caso podrán prestar sus servicios en el 
área rural, ni tener cualquier tipo de control territorial.
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Artículo 32. Condiciones laborales. Las coopera-
tivas especializadas de vigilancia y seguridad privada 
tendrán un deber especial de respeto a los derechos 
laborales de sus miembros, trabajadores y asociados, 
siéndole aplicable lo establecido en el Código Sustan-
tivo del Trabajo en cuanto a protección de derechos la-
borales. Se asegurarán de cumplir con las condiciones 
mínimas de remuneración, horario, aportes a salud y 
pensión, aseguradora de riesgos profesionales, cesan-
tías, vacaciones, primas y demás derechos que tengan 
los empleados de otro tipo de empresas de vigilancia 
por su tiempo laborado. En ningún caso un socio podrá 
devengar como remuneración un valor inferior al que 
devengaría como empleado de una empresa de vigilan-
cia.

Artículo 33. Normas complementarias e inspección 
de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada. Las cooperativas especializadas de vigilancia y 
seguridad privada se regirán por las normas estableci-
das para las empresas de vigilancia y seguridad priva-
da, en lo pertinente.

Para ejercer la inspección, control y vigilancia espe-
cializada sobre las cooperativas especializadas de vigi-
lancia y seguridad privada, la Superintendencia de Vi-
gilancia tendrá las funciones y facultades establecidas 
en el artículo 36 de la Ley 454 de 1998 con excepción 
del numeral 23 del mismo artículo.

CAPÍTULO VI

Artículo 34. Personas naturales. Las personas na-
turales solo podrán prestar los servicios de vigilancia y 
seguridad privada en las clases f) y g) del artículo 35. 
Para ello deberán contar con un permiso especial expe-
dido por la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 
Privada, y estarán sometidas a su permanente control, 
inspección y vigilancia.

Parágrafo. El Gobierno nacional reglamentará los 
requisitos exigidos y el trámite para la expedición y re-
novación de los permisos de los que habla el presente 
artículo.

TÍTULO II

CLASIFICACIÓN DE LOS SERVICIOS DE 
VIGILANCIA Y SEGURIDAD PRIVADA

Artículo 35. -
lancia y seguridad privada. El servicio de vigilancia 
y seguridad privada se prestará de acuerdo con las si-
guientes clases:

a) Vigilancia y seguridad humana;

b) Vigilancia electrónica;

c) Transporte multimodal de valores;

d) Capacitación y entrenamiento;

e) Actividades de blindaje y arrendamiento de ele-
mentos blindados;

f) Actividades de fabricación, importación, exporta-
ción, comercialización, instalación o arrendamiento de 
equipos destinados a la vigilancia y seguridad privada;

g) Consultoría, asesoría y estudios en vigilancia y 
seguridad privada.

CAPÍTULO I

Artículo 36. Prestación del servicio de vigilancia y 
seguridad humana. El servicio de vigilancia y seguri-
dad privada bajo la clase de vigilancia humana podrá 
prestarse como:

b) Vigilancia móvil;
c) Vigilancia y seguridad individual;
d) Vigilancia y seguridad penitenciaria.
Para prestar los servicios de que trata este artículo, 

la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Priva-
da deberá expedir la respectiva licencia particularizada 
para cada literal.

Parágrafo. El Gobierno nacional expedirá la regla-
mentación necesaria para prestar los servicios de que 
trata el presente artículo.

CAPÍTULO II

Artículo 37. Estándares mínimos requeridos para 
el desarrollo de la clase de vigilancia electrónica. Las 
empresas de vigilancia y seguridad privada autorizadas 
para desarrollar actividades en la clase de vigilancia 
electrónica deberán contar con los siguientes compo-
nentes:

1. Centros de monitoreo, los cuales deberán ser ade-
cuados para realizar la supervisión remota de los acti-

2. Protocolos de operación, que contengan procedi-
mientos que se orienten a garantizar la calidad de los 
servicios que se ofrecen, los cuales deberán contener 
como mínimo: determinación de los requisitos habili-
tantes para los instaladores de los equipos, capacitación 
a usuarios, y esquema de reacción a los eventos.

3. Sistema de reporte de eventos, con una estructura 
de comunicaciones que permita difundir la informa-

-
rios como las autoridades competentes.

4. Sistema de registro en tiempo real de copia de 
seguridad de datos o imágenes provenientes de los me-
dios tecnológicos utilizados.

Parágrafo 1°. La Superintendencia de Vigilancia y 

de los Protocolos de Operación a los que hace referen-
cia el presente artículo, así como las características del 
registro obligatorio de imágenes y datos en términos 
de tiempo, condiciones de custodia y reserva de infor-
mación. 

Parágrafo 2°. Las empresas que utilicen plataformas 
de comunicación de terceros para prestar servicios de 
vigilancia electrónica no se consideran proveedores de 
redes y servicios de tecnologías de la información y 
las comunicaciones, y como tal no se les podrá cobrar 
contraprestación alguna de valor agregado derivada de 
estas actividades. 

CAPÍTULO III

Artículo 38. Capital. Las empresas que presten el 
servicio en la clase de transporte multimodal de valo-
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res se deben constituir con un capital suscrito y pagado 
no menor a dos mil (2.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes a la fecha de constitución de la em-
presa. 

El Gobierno nacional podrá establecer las cuantías 
mínimas de patrimonio que deberán mantener y acredi-
tar estas empresas ante la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada. 

Artículo 39. Póliza. La póliza de seguro de respon-
sabilidad civil extracontractual de cubrimiento de los 
riegos derivados del uso indebido de armas de fuego u 
otros elementos de vigilancia y seguridad privada utili-
zados en la prestación del servicio de las empresas que 
prestan el servicio de vigilancia y seguridad privada en 
la clase de transporte multimodal de valores deberá ser 
suscrita por un valor no inferior a dos mil (2.000) sala-
rios mínimos legales mensuales. 

Artículo 40. Estándares mínimos requeridos para el 
desarrollo de las actividades. Además de los requisitos 
establecidos en la presente ley para la solicitud de la 
licencia de funcionamiento, las empresas de vigilancia 
y seguridad privada que deseen desarrollar actividades 
de transporte multimodal de valores deberán contar con 
los siguientes componentes para obtener la respectiva 
licencia: 

a) Instalaciones adecuadas para el desarrollo de las 
actividades de guarda, custodia, proceso y demás rela-
cionadas con el servicio de transporte multimodal de 
valores y manejo de efectivo. La Superintendencia de 

-
plimiento de los estándares de seguridad de acuerdo 
con las condiciones de mercado; 

b) Un protocolo general de transporte de valores en 
el cual se incluya la estructura de medidas y previsio-
nes para la protección de los valores a trasladar, y la 
evaluación integral de riesgos internos y externos de la 
empresa orientado a garantizar la calidad de los servi-
cios que se ofrecen;

c) Un protocolo para el manejo de efectivo; 
d) Vehículos adecuados, especialmente adaptados 

para la operación de transporte de valores en los modos 
que se lleve a cabo. 

Parágrafo. Esta información gozará de reserva legal 
y solo podrá ser divulgada por la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada a las autoridades judi-
ciales y administrativas del caso. 

Artículo 41. Responsabilidad. Las empresas que 
presten el servicio de transporte multimodal de valores 
deberán, además de la póliza de responsabilidad civil 
extracontractual de que trata el presente capítulo, pactar 
con el usuario la contratación de un seguro que cubra 
adecuadamente los riesgos que afectan el transporte, 
custodia o manejo de los valores a ellas encomendados. 

CAPÍTULO IV
 

Artículo 42. Requisitos adicionales para la licencia 
de Capacitación y entrenamiento en vigilancia y segu-
ridad privada. Además de los requisitos determinados 
en esta ley para solicitar la licencia de funcionamiento, 
las empresas que deseen prestar los servicios de vigi-
lancia y seguridad privada en la clase de Capacitación 
y Entrenamiento en Vigilancia y Seguridad Privada de-

ben cumplir con los siguientes requisitos para obtener 
la respectiva licencia: 

1. Plan Educativo Institucional en Vigilancia y Se-
guridad Privada en el que conste la metodología, es-
tructuración, desarrollo y evaluación de los contenidos 
programáticos a ser impartidos por la respectiva em-
presa de capacitación y entrenamiento en vigilancia y 
seguridad privada. Este Plan Educativo Institucional 
gozará de la protección de derechos de autor. 

2. Instalaciones y medios académicos y tecnológi-
cos idóneos para el logro de los objetivos académicos 
planteados en el plan educativo institucional. 

-
ponder a los objetivos de capacitación y entrenamiento 
en vigilancia y seguridad privada. 

4. Un plan de bienestar académico para los estu-
diantes. 

5. Contar con los medios académicos acordes a la 
metodología y enseñanza a impartir.

6. Protocolo de uso de las armas y caninos. 
Parágrafo 1°. La Superintendencia de Vigilancia y 

Seguridad Privada determinará la estructura curricu-
lar y reglamentará los criterios mínimos razonables de 
calidad administrativa y misional en la capacitación y 
entrenamiento en vigilancia y seguridad privada, de 

remita el Comité de Capacitación y Entrenamiento en 
Vigilancia y Seguridad Privada. 

Parágrafo 2°. La Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada podrá habilitar a los departamentos 
internos de capacitación que existan a la entrada en vi-
gencia de la presente ley para continuar con sus labores 
de capacitación interna, siempre y cuando estos cum-
plan con los requisitos establecidos para las empresas 
que prestan esta clase de servicios. 

Los departamentos internos de capacitación debe-
rán cumplir con los mismos deberes y obligaciones de 
las empresas que prestan el servicio en la clase de ca-
pacitación y entrenamiento, y serán sujetos a la inspec-
ción y sanciones respectivas. 

La empresa deberá disolver el departamento inter-
no de capacitación si cumplido un (1) año contado a 
partir de la entrada en vigencia de la reglamentación a 
la que hace referencia el primer parágrafo del presen-
te artículo el departamento no cuenta con la respectiva 
habilitación. 

Parágrafo 3° -
trenamiento en vigilancia y seguridad privada, expe-
dida por la respectiva academia acreditada, tendrá una 
vigencia de un año contado a partir de la fecha de su 
expedición. 

Artículo 43. Sistema de Capacitación y Entrena-
miento en Vigilancia y Seguridad Privada. Créase el 
Sistema de Capacitación y Entrenamiento en Vigilan-
cia y Seguridad Privada, cuyo objetivo será el de ase-

con el personal operativo, directivo y docente de las 
entidades de vigilancia y seguridad privada, mediante 
la adopción e implementación de las metodologías aca-

con la cadena productiva del sector en términos de ren-
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tabilidad, profesionalización, economía y optimización 
del mercado laboral.

El Sistema estará compuesto por la Superintenden-
cia de Vigilancia y Seguridad Privada, el Comité Ase-
sor de Capacitación y Entrenamiento en Vigilancia y 
Seguridad Privada, los gremios de seguridad privada y 
las Escuelas de Capacitación y entrenamiento en Vigi-
lancia y Seguridad Privada autorizadas como tales por 
la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. 

Artículo 44. Del Comité Asesor de Capacitación 
y Entrenamiento en Vigilancia y Seguridad Privada. 
Créase el Comité Asesor de Capacitación y Entrena-
miento en Vigilancia y Seguridad Privada, el cual ten-
drá por objeto asesorar y coordinar, a través de la par-
ticipación de los miembros del sector de la vigilancia y 
seguridad privada, evaluación del cumplimiento de los 
objetivos y estructuración de los programas académi-
cos de las escuelas de capacitación y entrenamiento, su 
evolución, transformación y adecuación a la dinámica 
propia de las actividades de vigilancia y seguridad pri-
vada.

Parágrafo. El Comité Asesor de Capacitación y En-
trenamiento en Vigilancia y Seguridad Privada estará 
conformado por un delegado de la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada, quien lo presidirá, un 
representante de cada escuela autorizada, un delegado 
del Sena, un representante de los gremios y uno de los 
usuarios de los servicios de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada, los cuales serán elegidos de conformidad con la 
reglamentación que expida la Superintendencia de Vi-
gilancia y Seguridad Privada para tal efecto dentro de 
los seis meses siguientes a la sanción de la presente ley. 
Los miembros tendrán derecho a voz y voto.

Artículo 45. Funciones del comité Asesor de Ca-
pacitación y Entrenamiento en Vigilancia y Seguridad 
Privada. El Comité Asesor de Capacitación y Entre-
namiento en Vigilancia y Seguridad Privada asesorará 
la adopción de todas las medidas relacionadas con los 
servicios de capacitación y entrenamiento, para lo cual 
podrá emitir conceptos de obligatoria consideración, 
por parte de la Superintendencia de Vigilancia y Segu-
ridad Privada. 

CAPÍTULO V
 

Artículo 46. Requisitos Operativos. Las empresas 
prestadoras de los servicios de vigilancia y seguridad 
privada en esta clase deberán contar con: 

las características técnicas mínimas de los diferentes ti-
pos de blindaje que realiza la compañía, conforme a la 
norma técnica. 

2. Un registro de sus usuarios y compradores, el 
cual contendrá la siguiente información: 

a) Nombre, dirección, teléfono, correo electrónico y 

del usuario y comprador;
b) Copia del documento de identidad si es persona 

-
pedido por la Cámara de Comercio correspondiente en 
caso de tratarse de una persona jurídica;

c) En caso en el que el bien sea un vehículo, fotoco-
pia de la tarjeta de propiedad del vehículo; 

d) Nivel de blindaje instalado; 
e) En caso de venta del vehículo por parte del pri-

mer propietario a un tercero, nombre, dirección, teléfo-
no, correo electrónico y demás datos que permitan la 

existencia y representación legal expedido por la Cá-
mara de Comercio correspondiente; 

-
nanciera en el mercado, en caso de que haya lugar.

3. Política de Protección al Consumidor para quien 
adquiere un elemento blindado. 

Parágrafo. El Gobierno nacional establecerá la re-
glamentación sobre las características técnicas míni-
mas y máximas de los diferentes tipos de blindaje, así 
como aquellas que corresponden a la ejecución de las 
actividades de blindaje y arrendamiento de elementos 
blindados, de acuerdo a lo establecido en la presente 
ley. 

Artículo 47. Autorización y control de blindaje. La 
Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada: 

a) Autorizará o suspenderá el uso de todo vehículo 
blindado de conformidad con la valoración del riesgo 
que para tal efecto realice; 

b) Registrará el blindado y desblindado de todo bien 
inmueble o vehículo.

Parágrafo 1°. La Superintendencia Vigilancia y de 
Seguridad Privada exigirá que conste en la tarjeta de 
propiedad las características de blindaje de los vehícu-
los de seguridad objeto de arrendamiento. 

Parágrafo 2°. Los vehículos blindados destinados al 
arrendamiento deberán mantener una póliza de seguro 
que cubra los riesgos propios de su uso, expedida por 
una empresa aseguradora debidamente acreditada en 
Colombia. 

Artículo 48. Servicios adicionales. Las empresas 
de seguridad privada que desarrollan actividades bajo 
la clase de arrendamiento de vehículos y elementos 
blindados, podrán incluir dentro de su objeto social el 
arrendamiento de otro tipo de vehículos y otros bienes 
muebles.

CAPÍTULO VI
-

Artículo 49. Facultad para desarrollar la clase. Las 
personas naturales o jurídicas que presten los servicios 
de vigilancia y seguridad privada en cualquiera de las 
demás clases establecidas por la presente ley podrán 
importar, exportar, comercializar, fabricar, arrendar, e 
instalar equipos destinados a la vigilancia y seguridad 
privada, sin necesidad de mediar una licencia adicio-
nal, siempre y cuando estos guarden estrecha relación 
con la clase de servicio que están prestando. Para esto 
deberán cumplir con las disposiciones del presente ca-
pítulo. 

Artículo 50. Control, inspección y vigilancia de 
equipos. Los equipos destinados a la vigilancia y segu-
ridad privada serán objeto de inspección, control y vi-
gilancia por parte de la Superintendencia de Vigilancia 
y Seguridad Privada.
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Las empresas y personas naturales que presten el 
servicio de vigilancia y seguridad privada en la clase de 
la que trata el presente capítulo tienen la obligación de 
suministrar de manera periódica a la Superintendencia 
de Vigilancia y Seguridad Privada la descripción de los 
equipos.

La transferencia de la propiedad o cualquier opera-
ción que afecta la tenencia de estos equipos deberá ser 
reportada a la empresa vendedora y a la Superinten-
dencia de Vigilancia y Seguridad Privada, indicando el 
nuevo propietario y la utilización y ubicación de los 
mismos.

La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada, podrá objetar y ordenar la suspensión de la venta 
al público de los equipos o elementos que puedan aten-
tar contra la seguridad pública y la defensa y seguridad 
nacional. 

Artículo 51. Registro de compradores y usuarios de 
equipos. Las empresas y personas naturales que reali-
cen actividades de fabricación, importación, exporta-
ción, comercialización, instalación o arrendamiento de 
equipos destinados a la vigilancia y seguridad priva-
da deberán elaborar y mantener actualizado de mane-
ra permanente un registro de dichos artículos y de sus 
compradores. 

Parágrafo. El Gobierno nacional establecerá los re-
quisitos mínimos con los que deberá contar el registro 
al que hace referencia el presente artículo, así como las 
características que tendrán las tarjetas distintivas. 

Artículo 52. Limitaciones. Por razones de seguridad 
pública el Gobierno nacional discrecionalmente podrá 
limitar el ejercicio de las actividades reguladas en el 
presente capítulo.

CAPÍTULO VII
 

Artículo 53. Requisitos operativos de las personas 
jurídicas. Las personas jurídicas que pretendan desa-
rrollar servicios de consultoría, asesoría y estudios en 
seguridad privada deberán acreditar ante la Superinten-
dencia de Vigilancia y Seguridad Privada una infraes-
tructura administrativa y operacional propia para de-
sarrollar servicios especializados tales como estudios, 
peritajes y dictámenes descritos en la Ley 906 de 2004, 

para la selección de personal, auditorías de seguridad, 
barridos del espacio electromagnético, diseño de pro-
gramas en seguridad integral, interventorías en los con-
tratos de seguridad, evaluaciones de riesgo personal, 
panoramas de riesgo, supervisión y control de proce-
sos, conferencias en seguridad y otras actividades in-
herentes a la prevención y administración del riesgo a 
nivel corporativo. 

Parágrafo. El Gobierno nacional reglamentará las 
características de la infraestructura administrativa y 
operacional de la que trata el presente artículo.

Artículo 54. Protocolo obligatorio. Las empresas 
asesoras y consultoras en vigilancia y seguridad Pri-
vada deberán contar con un protocolo en materia de 
seguridad integral, evaluación de riesgos y planes de 
emergencias, el cual incluya la estrategia para tomar 
acciones correctivas o preventivas en materia de vigi-
lancia y seguridad privada.

Artículo 55. Acreditación profesional. Para acredi-
tar la competencia profesional como asesor o consultor 
el interesado deberá cumplir de manera satisfactoria 
con los requisitos que para ello establezca la Superin-
tendencia de Vigilancia y Seguridad Privada o quien 
haga sus veces.

TÍTULO III
MEDIOS UTILIZADOS PARA LA PRESTACIÓN 

DE LOS SERVICIOS DE VIGILANCIA Y 
 SEGURIDAD PRIVADA

Artículo 56. Medios para la prestación de las acti-
vidades -
riores podrán prestarse con los siguientes medios: 

1. Recursos humanos 
2. Recursos animales 
3. Recursos tecnológicos 
4. Recursos materiales 
5. Armas de fuego 
6. Armas no letales 
7. Vehículos 
8. Instalaciones físicas 
9. Cualquier otro medio autorizado por la Super-

intendencia de Vigilancia y Seguridad Privada para el 

la necesidad de su utilización siempre que sea equipa-
rable a la amenaza.

Artículo 57. Información a la autoridad. Las em-
presas de vigilancia y seguridad privada y los departa-
mentos de seguridad deberán llevar un registro actuali-
zado en materia de personal, armamento, equipos y de-
más medios utilizados así como la relación de usuarios, 
indicando razón social y dirección. Las novedades en 
este registro deberán ser comunicadas a la Superinten-
dencia de Vigilancia y Seguridad Privada dentro de los 
cinco (5) primeros días de cada mes. 

CAPÍTULO I

Artículo 58. Selección del personal. El titular de la 
licencia de funcionamiento deberá contar con un proce-
so de selección de personal que garantice al contratante 
y al usuario de los servicios de vigilancia y seguridad 
privada que el personal operativo cuenta con la capaci-
tación y entrenamiento adecuados para el servicio que 
se presta, que es idóneo en el manejo y uso de armas de 

a su cargo.
Será responsabilidad del titular de la licencia apli-

car estrictamente los procesos de selección y mantener 
capacitado y entrenado a su personal en una escuela 
de capacitación y entrenamiento en vigilancia y seguri-
dad privada que cuente con licencia de funcionamiento 
en los términos de la normatividad vigente, obligación 

-
perintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. 

Artículo 59. Registro de personal. Las empresas de 
vigilancia y seguridad privada y los departamentos de 
seguridad estarán en la obligación de reportar y llevar 
un registro de todo su personal que incluya el registro 

-
lizarán las herramientas tecnológicas que permitan la 
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por parte de la Superintendencia de Vigilancia y Segu-
ridad Privada. 

La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 
Privada mantendrá un registro propio actualizado del 
personal operativo acreditado de los servicios de vigi-
lancia y seguridad privada, con base en la información 
suministrada por parte de los vigilados. 

Artículo 60. Condiciones sanitarias para la presta-
ción del servicio. Las empresas de seguridad y vigilan-
cia privada no podrán prestar servicios a los usuarios 
que no provean acceso a los servicios sanitarios míni-

-
da desarrollar su labor en condiciones que garanticen 

sino el propio bienestar de quien lo presta. 

Artículo 61. Uniformes y distintivos. Los guardas 
de seguridad de las empresas de vigilancia y seguridad, 
privada y de los departamentos de seguridad deberán 

-
po de prestación del servicio. Las características de los 
uniformes y distintivos deberán ser diferentes a los de 

serán establecidas por la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada.

artículo debe ser suministrado por las empresas de vi-
gilancia y seguridad privada atendiendo lo dispuesto en 
las normas laborales sobre dotación del personal. 

Artículo 62. 

vigilancia y seguridad privada portará una credencial, 
expedida por el titular de la licencia de funcionamiento. 

capacitación y entrenamiento, clase en que se desem-
peña, e idoneidad para el uso y manejo de armas de 
acuerdo con la ley. 

La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada regulará y exigirá al titular de la licencia de fun-
cionamiento las medidas de seguridad y validación en 
el proceso de elaboración y acreditación de las respec-
tivas credenciales.

Artículo 63. Requisitos guardas de seguridad. Los 
aspirantes a guardas de seguridad deberán reunir los si-
guientes requisitos:

a) Ser nacional colombiano; 

b) Ser mayor de edad; 

c) Poseer la aptitud física y la capacidad psíquica 
necesarias para el ejercido de las funciones de guarda 
de seguridad; 

d) Superar las pruebas oportunas que acrediten los 
conocimientos y la capacidad necesarios para el ejerci-
cio de sus funciones; 

e) Carecer de antecedentes penales por delitos con-
tra la vida, contra la libertad individual, contra la au-
tonomía personal, contra la libertad, integridad y for-
mación sexuales, contra el patrimonio económico, el 
lavado de activos, el terrorismo o cualquier acción que 
viole el Derecho Internacional Humanitario y los Dere-
chos Humanos, con excepción de los delitos culposos. 

Artículo 64. Funciones de los guardas de seguri-
dad. Los guardas de seguridad solo podrán desempeñar 
las siguientes funciones:

a) Ejercer la vigilancia y protección de bienes mue-
bles e inmuebles, así como la protección de las perso-
nas que puedan encontrarse en los mismos; 

b) Efectuar controles de identidad en el acceso o en 
el interior de inmuebles determinados, sin que, en nin-
gún caso, puedan retener la documentación personal; 

c) Evitar la comisión de actos delictivos o infraccio-
nes en relación con el objeto de su protección; 

d) Poner inmediatamente a disposición de los 
miembros de la Policía Nacional a los delincuentes 
que hayan cometido crímenes en relación con el objeto 
de su protección, así como los instrumentos, efectos y 
pruebas de los delitos, no pudiendo proceder al interro-
gatorio de aquellos; 

e) Efectuar la protección del almacenamiento, re-

objetos valiosos. 
Parágrafo. Los guardas de seguridad podrán negarse 

a realizar cualquier otra función que no tenga ninguna 
relación con las anteriormente mencionadas. 

Artículo 65. Supervisor de seguridad. Cuando el 
número de guardas de seguridad, o la complejidad I or-
ganizativa o técnica lo hagan necesario, las funciones 
de los guardas se desempeñarán a las órdenes directas 
de un supervisor de seguridad, quien será su responsa-
ble.

Artículo 66. Funciones de los escoltas. Son fun-
ciones de los escoltas, con carácter exclusivo y exclu-
yente, el acompañamiento, defensa y protección de 
personas naturales, vehículos, mercancías o cualquier 
otro objeto, impidiendo que sean objeto de agresiones 
o actos delictivos.

Artículo 67. Actividad de alto riesgo. La labor del 
guarda de seguridad se considera una actividad de alto 
riesgo, y como tal contará con las mismas protecciones 

Artículo 68. Seguro de vida individual obligatorio. 
Cada empresa, cooperativa especializada departamento 
de seguridad y vigilancia privada, contratará anualmen-
te un seguro de vida individual que ampare al personal 
operativo de su respectiva organización. 

Este seguro cubrirá al personal operativo durante las 
veinticuatro horas del día.

Parágrafo 1°. Los recursos para la contratación de 
este seguro deberán ser provistos por la respectiva em-
presa, cooperativa especializada o departamento de 
seguridad, y serán requisito para obtener, mantener o 
renovar la licencia de funcionamiento. 

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional reglamentará la 
materia. 

Artículo 69. Derecho al voto. Las empresas de se-
guridad y vigilancia privada y los departamentos de 
seguridad privada deben garantizar y brindar a sus em-
pleados la oportunidad de concurrir a votar el día de 
elecciones con el objeto de ejercer su derecho al voto. 

Artículo 70. Día Nacional del Guarda. Se establece 
el 26 de noviembre como el Día Nacional del Guarda 
de Seguridad. El Gobierno nacional, por intermedio del 
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Ministerio del Interior, el Ministerio de Defensa Na-
cional, la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 
Privada y los gremios representativos del sector podrán 

destacar el valor y el compromiso de este grupo de tra-
bajadores para con la seguridad y la convivencia ciu-
dadana. 

CAPÍTULO II

Artículo 71. Actividades de vigilancia y seguridad 
privada utilizando animales como medio para su de-
sarrollo. Las empresas de seguridad privada y los de-
partamentos de seguridad podrán desarrollar las acti-
vidades que le son propias con el apoyo de animales 
adiestrados para tales efectos, y podrán arrendar y/o 
subcontratar este servicio con otras entidades de segu-
ridad privada. 

-

de este medio serán establecidas por la Superintenden-
cia de Vigilancia y Seguridad Privada.

CAPÍTULO III

Artículo 72. Uso de equipos. El uso de los equipos 
destinados a la vigilancia y seguridad privada puede ser 
personal e institucional.

-
cia y escucha de comunicaciones que se emplean para 

comunicaciones, o para descubrir la presencia de estos 
mismos sistemas o que puedan limitar el derecho a la 
privacidad de las personas serán de uso exclusivo de 
los organismos de seguridad del Estado y solo podrán 
ser importados, distribuidos o comercializados a dichas 
entidades, en las condiciones que determine el Gobier-
no nacional. Está prohibida la utilización de estos ele-
mentos por los particulares o para uso privado. 

Artículo 73. Uso de cámaras de vigilancia y se-
guridad. Todo establecimiento de comercio abierto al 
público propenderá por la instalación de cámaras de 
seguridad que le permitan coadyuvar a mantener la se-
guridad en el ámbito de su área. Dichos establecimien-
tos mantendrán bajo custodia un archivo o copia de 
seguridad de dichas imágenes conforme a su capacidad 
técnica de almacenamiento. 

Estas cámaras podrán interconectarse con el sistema 
de redes tecnológicas previstas por las autoridades, y 
los archivos de seguridad de las imágenes serán entre-
gados a las autoridades en caso que ellas las requieran. 

La instalación de cámaras de seguridad será obliga-
toria para los centros comerciales y las tiendas y mer-

CAPÍTULO IV

Artículo 74. Adquisición de armas. Se autoriza que 
las empresas de vigilancia y seguridad privada adquieran 
un arma por puesto de vigilancia, de acuerdo al registro 
que reporte la empresa ante la Superintendencia de Vi-
gilancia y Seguridad Privada, la cual emitirá el concepto 
favorable para adquirir las mismas ante el Departamento 
Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos 
del Comando General de las Fuerzas Militares. 

Previo a la adquisición, el Departamento Control 
Comercio de Armas, Municiones y Explosivos del Co-
mando General de las Fuerzas Militares, dentro de los 
treinta (30) días siguientes a su solicitud, estudiará los 
documentos requeridos para la expedición del respec-
tivo salvoconducto y dará respuesta a la petición. Si la 
solicitud es negada, el solicitante podrá apelar la de-
cisión. En caso de que no se responda en el término 
establecido, la solicitud será remitida de inmediato y 
resuelta de manera prioritaria por el Comité de Armas 
del Ministerio de Defensa Nacional. 

Las armas y municiones podrán ser adquiridas por 
las empresas en las sedes de los almacenes de Industria 
Militar Colombiana (Indumil) de la región donde ade-
lanten sus operaciones y presten sus servicios. 

Parágrafo 1°. De manera excepcional, la tenencia o 
porte de armas de uso restringido puede ser autorizada 
solamente a las empresas que desarrollen la clase de 
transporte multimodal de valores, la clase de vigilancia 
humana que presten servicios de vigilancia y seguridad 
individual o los departamentos de seguridad. 

Esta competencia será ejercida mediante potestad 
discrecional por el Comité de Armas del Ministerio de 
Defensa Nacional, previo concepto favorable de la Su-
perintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. 

Parágrafo 2°. La no respuesta a la solicitud de la que 
trata este artículo en el término establecido constituirá 
falta grave del funcionario competente, la cual será san-
cionada de acuerdo al régimen disciplinario aplicable. 

Parágrafo 3°. El Departamento Control Comercio 
de Armas, Municiones y Explosivos del Comando Ge-
neral de las Fuerzas Militares deberá dentro del año 
siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley 
implementar y llevar un registro biométrico y de pa-
trón balístico de las armas que están en poder de las 
empresas de vigilancia y seguridad privada así como 
de los departamentos de seguridad. En el mismo tér-
mino deberá diseñar e implementar un sistema integral 
de gestión que permita cumplir con los principios de 

y responsabilidad de la función pública.
Artículo 75. Porte o tenencia de armas. Los servi-

cios de vigilancia y seguridad privada deben obtener el 
permiso para el porte o tenencia de armas ante la auto-
ridad competente. El permiso para el porte de armas, se 
concederá con carácter nacional a nombre del titular de 
la licencia de funcionamiento expedida por la Superin-
tendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. El titular 
de la licencia de funcionamiento podrá ubicar las armas 
según las necesidades de prestación adecuada del servi-

transporte de municiones y explosivos. 
El personal de vigilancia y seguridad privada que 

porte armamento deberá contar con los siguientes do-
cumentos:

1. Cédula de ciudadanía. 
2. Fotocopia auténtica del permiso de porte corres-

pondiente. 

de funcionamiento expedida por la Superintendencia 
de Vigilancia y Seguridad Privada, de conformidad con 
las normas vigentes.
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Artículo 76. Devolución de armas. Cuando le sea 
cancelada, negada o no revalidada la licencia de funcio-
namiento a los prestadores de servicios de vigilancia y 
seguridad privada, estos deberán entregar el armamento, 
municiones y permisos correspondientes al comando ge-
neral de las Fuerzas Militares. El valor de las armas y de 
las municiones entregadas, salvo que se haya autorizado 
su cesión, será devuelto al titular previo avalúo, confor-
me al procedimiento establecido por el mismo. 

Procederá el decomiso de las armas y municiones 
por la autoridad competente si el prestador de servicios 
de vigilancia y seguridad privada no las entrega en un 
plazo de diez (10) días contados a partir de la ejecutoria 
de la resolución que ordenó la cancelación, negación 
o no revalidación de la licencia de funcionamiento, a 
menos que se haya autorizado la cesión. 

Artículo 77. Devolución transitoria de armas. 
Cuando se presente suspensión transitoria de la presta-
ción de los servicios de vigilancia y seguridad privada 
o estos se reduzcan, las personas jurídicas deberán en-
tregar las armas y municiones en calidad de depósito a 
la unidad militar del lugar, la cual tendrá la obligación 
de recibirlas para ponerlas en custodia. Una vez se res-

devolverá el armamento a su depositante. 
Si transcurridos seis meses no se ha realizado dicha 

correspondientes al comando general de las Fuerzas 
Militares. El valor de las armas y de las municiones en-
tregadas, salvo que se haya autorizado su cesión, será 
devuelto al titular previo avalúo. 

Parágrafo. El depositario deberá hacer llegar copia 
-

gilancia y Seguridad Privada.
Artículo 78. Armas no letales. Los servicios de vi-

gilancia y seguridad privada humana podrán prestarse 
con la utilización de armas no letales, siempre que se 
cuente con la autorización de uso de medios tecnológi-
cos y con la ampliación de la póliza de responsabilidad 
civil extracontractual que ampare los riesgos por el uso 
indebido de este tipo de armas, no inferior a 400 sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes. 

La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-

condiciones en las que los titulares de la licencia de 
funcionamiento deberán reportar y mantener actualiza-
da la información.

Parágrafo. El Gobierno nacional deberá reglamentar 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición 
de la presente ley el uso y registro de armas no letales. 

Artículo 79. Control y monitoreo. El control y mo-
nitoreo de las armas y municiones empleadas por las 
personas jurídicas que prestan servicios de vigilancia 
y seguridad privada será ejercido en el marco de sus 
competencias por el Departamento Control Comercio, 
de Armas, Municiones y Explosivos.

TÍTULO IV
SUPERINTENDENCIA DE VIGILANCIA Y 

 SEGURIDAD PRIVADA
Artículo 80. Naturaleza jurídica. La Superintenden-

cia de Vigilancia y Seguridad Privada es un organismo 
de carácter técnico del orden nacional, adscrito al Mi-

nisterio de Defensa Nacional con personería jurídica 

perteneciente al nivel descentralizado por servicios.
Artículo 81. Competencia. Corresponde a la Super-

intendencia de Vigilancia y Seguridad Privada la ins-
pección, vigilancia y control de los servicios de vigi-
lancia y seguridad privada en todas sus clases. 

Artículo 82. Objetivos. A la Superintendencia de Vi-
gilancia y Seguridad Privada le corresponde ejercer el 
control, inspección y vigilancia sobre el sector de vigi-
lancia y seguridad privada para alcanzar los siguientes 
objetivos: 

pública mediante la acción coordinada con las diferen-
tes entidades y organismos estatales. 

2. Asegurar que en desarrollo de las actividades de 
vigilancia y seguridad privada se respeten los derechos 
y libertades de la comunidad. 

tiempo real para que el Estado tome las decisiones de 
formulación de política, regulación e inspección, vigi-
lancia y control relacionadas con los servicios de vigi-
lancia y seguridad privada.

4. Adoptar políticas de inspección y vigilancia di-

vigente, así como a permitir y estimular el desarrollo 
tecnológico y profesional en el sector de la vigilancia y 
la seguridad privada.

5. Promover la cultura de la legalidad, para el forta-
lecimiento del sector de la vigilancia y seguridad pri-
vada. 

y en tiempo real para los usuarios de los servicios de 
vigilancia y seguridad privada, relacionada con la lega-
lidad, idoneidad y capacidades técnicas de los presta-
dores de dichos servicios. 

7. Brindar una adecuada protección a los usuarios 
de servicios de vigilancia y seguridad privada. 

Artículo 83. Investigación permanente. La Super-
intendencia de Vigilancia y Seguridad Privada podrá 
en todo momento consultar las bases de datos de los 
organismos de seguridad del Estado dentro de sus fun-
ciones de supervisión, control y vigilancia, y adoptar 
las medidas a que haya lugar frente a la autorización y 
operación de los prestadores del servicio de seguridad 
y vigilancia privada, siempre y cuando haya autoriza-
ción expresa de la persona sobre la cual se va a consul-
tar los antecedentes. 

Artículo 84. Atribuciones especiales. La Superin-
tendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, previa 
solicitud del Director General de la Policía Nacional y 
los Comandos de Departamento de Policía, podrá or-
denar la suspensión o el levantamiento transitorio de 
los servicios de vigilancia y seguridad privada en de-
terminado sector o lugar dentro del territorio nacional, 
cuando las necesidades lo exijan para la ejecución de 

en las mencionadas áreas, mientras dure la actuación de 
las autoridades. 

Artículo 85. Prevención de prácticas monopólicas. 
La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Priva-
da en armonía con la Superintendencia de Industria y 
Comercio, implementará medidas para impedir la con-
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centración del mercado y prácticas contrarias a la libre 
competencia en las licitaciones o negocios privados en 
el sector de la vigilancia y la seguridad privada. 

A partir de la expedición de la presente ley, en nin-
gún caso una persona natural o jurídica podrá ser socio 
de más de una empresa de vigilancia y seguridad pri-

Seguridad Privada se abstendrá de expedir la respectiva 
licencia de funcionamiento o procederá a revocarla. 

Las personas naturales o jurídicas que al momento 
de la expedición de esta ley sean socios de más de una 
empresa de vigilancia y seguridad privada se absten-
drán de participar separadamente en una misma lici-
tación con el Estado o concurso privado, para evitar 
posiciones dominantes del mercado o actividades co-
lusorias entre los proponentes, que permitan crear des-
ventajas en perjuicio de los otros participantes. 

La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada investigará, declarará y publicará el listado de las 
personas naturales o jurídicas que al momento de la ex-
pedición de esta ley sean socios de más de una empresa 
de vigilancia y seguridad privada. Todos los vigilados 
que tengan estas condiciones tendrán la obligación de 
hacer las declaraciones respectivas ante la Superinten-
dencia, para la conformación y consolidación de esta 
información, so pena de falta gravísima. 

Parágrafo. Las personas naturales o jurídicas que al 
momento de la expedición de esta ley sean socios de 
más de una empresa de vigilancia y seguridad privada 
podrán continuar siéndolo sin perjuicio de las disposi-
ciones del presente artículo. 

Artículo 86. Funciones de la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada en materia de Capa-
citación y Entrenamiento en Vigilancia y Seguridad 
Privada. La Superintendencia de Vigilancia y Seguri-
dad Privada, además de las señaladas en la ley y en la 
reglamentación, cumplirá las siguientes funciones en 
materia de capacitación y entrenamiento en vigilancia 
y seguridad privada: 

1. Asegurar el cumplimiento de las condiciones mí-
nimas en términos de calidad y pertinencia por parte de 
los programas que se ofrecen en diferentes módulos de 
capacitación en cualquiera de sus niveles y modalida-
des de prestación del servicio.

2. Evaluar y emitir conceptos sobre la calidad de los 
programas ofrecidos por las empresas y personas dedi-
cadas a prestar el servicio de la capacitación en vigilan-
cia y seguridad privada, desarrollando actividades que 
consoliden una cultura de la calidad en este servicio, 
teniendo en cuenta los siguientes criterios:

-

b) Idoneidad del personal docente; 
c) Pertinencia de los contenidos curriculares, de 

acuerdo con las pautas establecidas;
d) Organización de las metas y actividades acadé-

micas; 
e) Metodología; 
f) Criterios de evaluación y formación; 
g) Recursos físicos, tales como medios educativos y 

estructura académico-administrativa.

3. Asesorar y participar en el desarrollo de las pro-

que se adelanten para la construcción, mantenimiento 
y operación de las escuelas de capacitación y entrena-

lograr el adecuado funcionamiento dentro de los pará-
-

tando el mejoramiento continuo en la calidad de los 
servicios de vigilancia y seguridad privada.

por el establecimiento de estándares de alta calidad en 
la prestación del servicio de capacitación y entrena-
miento en vigilancia y seguridad privada. 

5. Desarrollar las condiciones técnicas de los servi-
cios de las escuelas en vigilancia y seguridad privada 
y su coherencia con las estrategias institucionales, para 
integrar los objetivos, líneas de acción y estrategias del 
sector. 

6. Aprobar los niveles, pénsum académico y con-
tenido de los programas que presenten las escuelas de 
capacitación y entrenamiento en vigilancia y seguridad 
privada.

integral para el personal por capacitar.
8. Asesorar al Gobierno nacional en el diseño e im-

plementación de las estrategias de seguimiento, con-
trol, evaluación y mejoramiento de las políticas de ca-
pacitación adoptadas tendientes a la consecución de los 
objetivos propuestos. 

9. Velar por que la capacitación que impartan las 
escuelas de capacitación y entrenamiento permita ge-
nerar nuevas formas de agregar valor al desempeño de 
la labor de vigilancia y seguridad privada y desarrollar 
aptitudes que se constituyan en herramientas que ase-
guren la prestación del servicio.

10. Recopilar información que permita diagnosti-
car, conocer y evaluar el entorno, las necesidades cam-
biantes del sector de la vigilancia y seguridad privada y 
de la ciudadanía en general.

11. Poner en conocimiento de las autoridades com-
petentes los casos que en ejercicio de sus funciones; 
conozca relacionados con la usurpación de funciones 
privativas de la fuerza pública o prácticas ilegales. 

12. Velar por el cumplimiento de la ley y las normas 
que rigen el sector y sus actividades. 

13. . Los servidores 
de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada, que ejerzan funciones de inspección, vigilancia 
y control y/o que realicen funciones de investigación o 
de averiguación en el curso del proceso sancionatorio 
establecido en la presente ley, tienen el carácter de au-
toridad de Policía judicial. 

Parágrafo. La Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada expedirá el reglamento de confor-
mación y de funcionamiento del Comité Asesor de Ca-
pacitación y Entrenamiento en Vigilancia y Seguridad 
Privada. 

Artículo 87. Estructura de la Superintendencia. El 

estructura de la Superintendencia de Vigilancia y Segu-
-

sión y la nueva regulación del sector de la vigilancia y 
la seguridad privada. 
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CAPÍTULO I

Artículo 88. Medidas de salvamento. La Superin-
tendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, en aras 
de prevenir situaciones que puedan afectar la seguridad 

-
presas viables y normalizar sus relaciones comerciales 
y crediticias, podrá ordenar mediante acto administrati-
vo la coadministración de la entidad para implementar 
un proceso de reorganización y restructuración opera-
cional y administrativa, de activos y pasivos, cuando se 
presente una de las siguientes causales: 

1. Cuando por información de los organismos del 
Estado se observe que la empresa de vigilancia y se-
guridad privada desvía su objeto social para servir a 
propósitos ilícitos.

2. Cuando los administradores, a pesar del requeri-

omitido proporcionar a la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada información veraz y oportuna 
que impida a la entidad conocer la realidad de la em-
presa respectiva o que obstruya el ejercicio de la ins-
pección, control y vigilancia.

3. Cuando, por la evaluación inspectiva, la Super-
intendencia de Vigilancia y Seguridad Privada detecte 
y demuestre objetivamente situaciones administrativas, 

en indicio serio de que la empresa se encuentra en ce-
sación de pago o incumplimiento de sus obligaciones 
en un término igual o mayor a los 6 meses.

4. Cuando sus administradores persistan en el in-
cumplimiento de los contratos y demás obligaciones 
contraídas por la empresa o cooperativa, o se manten-
gan en la violación grave de las normas vigentes que 
tienen el deber de acatar.

En el acto administrativo en que se ordena la co-
administración la Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada designará un agente interventor de 
carácter temporal y constituirá un Comité de Coadmi-
nistración que podrá ser integrado por los socios, el re-

administradores de la empresa objeto de la medida. 
El agente interventor presidirá el Comité de Coad-

ministración, y será el representante legal de la em-
presa objeto de la medida por el tiempo de duración 
de la misma. Sin perjuicio del deber de cumplir con la 
inscripción en la Cámara de Comercio, el agente inter-
ventor asumirá sus respectivas funciones a partir de la 
designación. 

El agente interventor será escogido de una lista de 
especialistas en el ramo de vigilancia y seguridad pri-
vada elaborada por la Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada. 

-
po prudencial para que se superen los problemas que 
dieron origen a la medida, el cual no podrá ser superior 
a un (1) año. Si transcurrido ese lapso no se ha solu-
cionado la situación, según recomendación motivada 
del agente interventor, la Superintendencia ordenará la 
liquidación de la empresa la cual se adelantará según 
las reglas del Código de Comercio.

Parágrafo 1°. Para el caso de las Cooperativas Espe-
cializadas de Vigilancia y Seguridad Privada, además 
de lo prescrito en este artículo, la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada, dentro del marco de 
sus competencias y en desarrollo del principio de resi-
dualidad, podrá dar aplicación al artículo 36 de la Ley 

-
dimiento para implementar las medidas de salvamen-
to, en ejercicio de su potestad reglamentaria, el cual 
estará orientado al respeto irrestricto de las garantías 
procesales del debido proceso, desarrollo del principio 
de oportunidad y derecho a la defensa de acuerdo con 
la Constitución y la ley.

Parágrafo 3°. La Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada determinará los requisitos, reglas, y 
procedimientos para elaborar la lista de las que trata el 
presente artículo. 

Parágrafo 4°. Las medidas de salvamento consagra-
das en el presente capítulo no se consideran excepción 
al régimen de insolvencia establecido en la Ley 1116 
de 2007, y por lo tanto los prestadores del servicio de 
Vigilancia y Seguridad Privada podrán acogerse a las 
medidas consagradas en la citada norma. 

El prestador de servicio que incurra en la causal 3 
del presente artículo o quien se encuentre legitimado 
para solicitar el proceso de reorganización empresarial 
de acuerdo al artículo 11 de la Ley 1116 de 2007, podrá 
pedir a la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 
Privada la suspensión de la medida de salvamento or-
denada para acogerse al régimen de insolvencia esta-
blecido en la Ley 1116 de 2007. Deberá presentar esta 
solicitud por escrito dentro de los 15 días siguientes 

medida de salvamento, adjuntando copia de la solicitud 
de inicio del proceso de reorganización. La Superinten-
dencia de Vigilancia y Seguridad Privada procederá a 
revocar el acto administrativo que ordene la medida de 
salvamento cuando le sea aportada copia del acuerdo 
de reorganización. 

Artículo 89. Funciones del agente interventor. Sin 
perjuicio de sus funciones como representante legal, 
las funciones del agente interventor tendrán como ob-
jetivo principal realizar un diagnóstico de la situación 
que dio origen a la medida de salvamento, así como re-
comendar a la Superintendencia de Vigilancia y Segu-
ridad Privada las acciones de mejoramiento tendientes 
a proteger la unidad económica y productiva del titular 
de la licencia de funcionamiento. De ser inviable desde 

o en el caso en que no se hayan solucionado los proble-

establecido para la misma o antes si las circunstancias 
lo ameritan, el agente interventor propondrá la liqui-
dación del titular de la licencia de funcionamiento. En 
caso de que se decida la liquidación, el agente interven-
tor adelantará la liquidación de la empresa.

CAPÍTULO II

Artículo 90. Faltas. Constituye falta y por lo tanto 
da lugar a la acción e imposición de la sanción corres-
pondiente la incursión en cualquiera de las conductas 
descritas en el presente capítulo o la omisión de las 
obligaciones contenidas en la presente ley, y que no 



Página 18 Miércoles, 23 de diciembre de 2015 G  1083

esté amparada en las causales de exclusión de respon-
sabilidad contempladas en la presente ley. 

Artículo 91. Forma de ejecución de las faltas. Las 
conductas señaladas en este capítulo podrán ser come-
tidas por acción u omisión. 

Artículo 92. Agravantes. Se tendrán como criterios 
agravantes el grado de perturbación de la calidad en 
la prestación del servicio, la trascendencia social de la 
falta, los antecedentes; del infractor, la reincidencia en 
la comisión de la infracción, la resistencia, negativa u 
obstrucción a la acción investigadora o de supervisión 
de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada, la utilización de persona interpuesta para ocul-
tar la infracción o encubrir sus efectos, la renuencia o 
desacato a cumplir las órdenes impartidas por la Su-
perintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, la 
comisión de varias faltas en forma sucesiva, y/o la con-
currencia de faltas en una misma investigación. 

Artículo 93. . Las faltas 
en los servicios de vigilancia y seguridad privada se 

Artículo 94. Faltas gravísimas. Constituyen faltas 
gravísimas, las siguientes conductas: 

1. Vulnerar o atentar contra los Derechos Humanos 
consagrados en la Constitución Política y los tratados 

Colombia. 
2. Desarrollar actividades diferentes a las licencia-

das o establecidas en su objeto social. 
3. Utilizar, tener o portar armas prohibidas, de uso 

restringido por el Estado, o sin autorización. 
4. Utilizar armas alteradas, regrabadas, hechizas, de 

al porte o tenencia de armas de fuego. 

permisos, licencias o credenciales expedidas por la Su-
perintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. 

7. Prestar servicios con propósitos ilegales.
8. Desarrollar acciones ofensivas o constituirse en 

organizaciones de choque o enfrentamiento contra or-
ganizaciones criminales. 

9. Permitir que los servicios de Seguridad Privada 
puedan ser utilizados como instrumento para la realiza-
ción de actividades delictivas.

10. Expedir constancias y/o diplomas de capaci-
tación falsos, adulterar su contenido, o expedirlos sin 
haber ofrecido el entrenamiento y capacitación corres-
pondiente.

11. Emplear a cualquier título uniformes con carac-
terísticas sustancialmente similares a las de los unifor-
mes de la Fuerza Pública, que generen confusión en la 
ciudadanía u obstruyan la acción de la Fuerza Pública.

12. No informar a la Superintendencia de Vigilancia 
y Seguridad Privada la conformación de grupos econó-
micos en que sean propietarios los mismos socios de 
una o varias empresas del sector por sí mismos o por 
interpuestas personas.

13. Ceder, arrendar, concesionar o dar en franquicia 
la licencia de funcionamiento expedida por la Superin-

tendencia de Vigilancia y Seguridad Privada para que 
sea explotada por terceros.

14. Destinar las armas autorizadas a título personal 
o a nombre de otros servicios o personas jurídicas para 
la prestación de servicios de vigilancia y seguridad pri-
vada.

15. Realizar interceptaciones, monitoreos electróni-
cos, seguimientos, requisas, allanamientos o cualquier 
otra actividad que vulnere el derecho a la intimidad, al 
domicilio y a la libertad de locomoción de personas.

16. Entregar o destinar los automotores blindados 
para actividades diferentes a las autorizadas, para acti-
vidades al margen de la ley o para personas no autori-
zadas o reportadas ante la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada.

17. Escoltar personal no autorizado por la Superin-
tendencia de Vigilancia y Seguridad Privada.

18. Realizar fusiones y escisiones de personas jurí-
dicas licenciadas sin contar con la autorización previa 
por la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada.

19. Prestar servicios de vigilancia y seguridad pri-
vada con equipos tecnológicos de uso restringido.

20. Reincidir en el no reportar de manera periódica 
la ubicación de las armas. 

Artículo 95. Faltas graves. Son faltas graves las si-
guientes:

1. No emplear las armas de acuerdo con el uso auto-
rizado en los respectivos permisos.

2. No tener el capital social suscrito y pagado en su 
totalidad.

3. No adoptar las medidas de seguridad necesarias 
para evitar el hurto, mal uso o pérdida de las armas 
autorizadas para prestar el servicio.

4. Incumplir con la relación hombre-arma en la 
prestación del servicio de conformidad con la normati-
vidad vigente.

5. No reportar de manera periódica la ubicación de 
las armas.

6. En el caso de los Departamentos de Seguridad, 
prestar el servicio de escolta con un número superior 
al autorizado por la Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada.

7. No cumplir con las obligaciones legales referen-
tes al registro ante la Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada de las personas naturales o jurídicas 
que se dediquen a la fabricación, importación, comer-
cialización, instalación o arrendamiento de equipos 
para la vigilancia y seguridad privada.

8. No cumplir con las obligaciones legales referen-
tes a mantener el registro de los usuarios y comprado-
res de equipos de vigilancia y seguridad privada.

9. Comercializar y/o arrendar equipos tecnológicos 
de vigilancia y seguridad privada a terceros diferentes 
a los clientes o usuarios de empresas de vigilancia y 
seguridad privada.

10. Realizar cambios e inclusión de nuevos socios 
o asociados y/o de representantes legales, fusión, liqui-
dación, cesión y enajenación de las empresas sin auto-
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rización de la Superintendencia de Vigilancia y Segu-
ridad Privada. 

11. Realizar el cambio de instalaciones sin solicitar 
autorización previa a la Superintendencia de Vigilancia 
y Seguridad Privada.

12. No mantener permanentemente actualizada la 
póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual de 
conformidad con lo exigido en la normatividad vigente.

13. No enviar por parte de las empresas que prestan 
servicios de vigilancia y seguridad privada, antes del 
30 de abril de cada año a la Superintendencia de Vigi-

-
sentante legal y el Contador o Revisor Fiscal.

14. No enviar por parte de los Departamentos de 

gastos y los costos destinados a vigilancia y seguridad 
privada del año inmediatamente anterior.

15. No atender las visitas de inspección ordenadas 
por la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada y del Departamento Control Comercio de Armas, 
Municiones y Explosivos, sin justa causa.

16. No asistir a la citación realizada para ser inspec-
cionado in situ por la Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada, sin justa causa.

17. Prestar el servicio de vigilancia y seguridad pri-
vada con medios caninos sin entrenamiento o reentre-
namiento de los caninos de conformidad con la norma-
tividad vigente. 

18. Trasladar el costo del valor de la capacitación al 
personal operativo vinculado al servicio.

19. No pagar las obligaciones salariales, prestacio-
nales y de seguridad social establecidas en la normati-
vidad laboral vigente.

20. No contar con un seguro de vida obligatorio vi-
gente que ampare al personal operativo.

21. No cumplir, en el caso de cooperativas de tra-
bajo asociado, con el régimen de compensaciones y de 
seguridad social integral de conformidad con la norma-
tividad vigente.

22. Exceder la jornada laboral de los trabajadores 
del sector de conformidad con la normatividad vigente.

23. No reconocer las horas extras de conformidad 
con la legislación laboral vigente.

24. No suministrar la documentación requerida por 
la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, 

25. No contar con instalaciones para el uso exclu-

privada.
-

dad con lo exigido en la normatividad vigente.
27. No suministrar la documentación solicitada en 

el momento de la práctica de la visita de inspección 
dentro de los diez (10) días hábiles siguientes. En caso 
de que no se posea esta información en el lugar de la 
visita o esté en poder de otra autoridad administrativa 
o judicial, el plazo se extenderá por otros diez (10) días 

plazo antes de la expiración del término inicialmente 
concedido.

28. Permitir que los guardas de seguridad realicen 
funciones distintas a las contempladas en el artículo 64.

29. No dar estricto cumplimiento a los protocolos 
de operación expedidos por la Superintendencia de Vi-
gilancia y Seguridad Privada para la prestación de las 
actividades de vigilancia y seguridad privada.

30. Impartir capacitación y entrenamiento fuera de 
su sede principal, sucursal o agencia autorizadas sin in-
formar previamente o sin autorización previa de la Su-
perintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada sobre 
el contenido a desarrollar, medios a utilizar, el personal 
que será capacitado y el lugar en el cual se impartirá la 
capacitación y entrenamiento.

31. Impartir capacitación y entrenamiento con do-
centes no autorizados por la Superintendencia de Vigi-
lancia y Seguridad Privada.

32. No dar aviso inmediato a la Superintendencia 
de Vigilancia y Seguridad Privada y demás autoridades 
competentes, a través de los medios establecidos para 

afecten las actividades de vigilancia y seguridad privada.
33. Instalar, acondicionar enajenar, importar, usar, 

automotores blindados sin la autorización previa expe-
dida por la Superintendencia, por parte de los servicios 
de vigilancia y seguridad privada.

34. Prestar el servicio de seguridad privada con me-
dios no autorizados. 

Artículo 96. Faltas leves. Son faltas leves las si-
guientes:

1. Expedir constancias de capacitación sin el cum-
plimiento de la intensidad académica y horaria señala-
da por la Superintendencia de Seguridad Privada.

2. No llevar control de las armas con permiso de 
porte.

3. No tener el personal operativo con el uniforme 
registrado y aprobado por la Superintendencia de Vigi-
lancia y Seguridad Privada.

4. No reportar, ni actualizar la información que 
deba contener el registro de actividades de fabricación, 
importación, instalación, comercialización o arrenda-
miento de equipos para la seguridad privada.

5. No elaborar el registro de compradores y usuarios 
de equipos o elementos para la seguridad privada, de 
conformidad con lo establecido en la presente ley.

6. No efectuar los descargos ante la industria militar 
o la entidad competente de las armas extraviadas.

7. No realizar los traspasos de los vehículos blinda-
dos ante la autoridad de tránsito competente.

8. No dar estricto cumplimiento a los términos pac-
tados en los contratos con los usuarios, o abandonar 

oportuno aviso al usuario.
9. No atender en debida forma los reclamos de los 

usuarios, o no adoptar las medidas inmediatas que 
como consecuencia de los mismos sean necesarias.

10. No contar con el personal capacitado para mo-
nitoreo de alarmas, en el ciclo de operador de medios 
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tecnológicos debidamente autorizado por la Escuela o 
Academia de Capacitación correspondiente.

11. Impartir por parte de las escuelas de capacita-
ción programas de capacitación y entrenamiento en vi-
gilancia y seguridad privada sin informar previamente 
a la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Priva-
da sobre el contenido que van a desarrollar los mismos, 
los medios a utilizar, el personal que será capacitado 
o el lugar en el cual se impartirá la capacitación o ins-
trucción.

12. Capacitar por parte de las escuelas de capacita-
ción con personal no autorizado por la Superintenden-
cia.

13. No aplicar procesos de selección del personal 
para la prestación del servicio de vigilancia y seguridad 
privada.

14. No tener carnetizado el personal de servicio de 
vigilancia con la credencial expedida por la Superin-
tendencia.

15. No informar a la Superintendencia de Vigilancia 
y Seguridad Privada las novedades que se presenten 
en materia de personal, armamento, equipos y demás 
medios utilizados, así como la relación de usuarios de 
acuerdo a lo dispuesto en las normas que regulan la 
materia.

16. Cualquier otra violación de las obligaciones 
-

mente como falta gravísima o falta grave, conforme los 
artículos anteriores.

Artículo 97. Causales de exclusión de la responsa-
bilidad. Se consideran causales de exclusión de la res-
ponsabilidad, y en consecuencia no generan sanción, la 
fuerza mayor, el caso fortuito y el hecho de un tercero.

CAPÍTULO III

Artículo 98. Titularidad de la potestad sanciona-
toria. El Superintendente de Vigilancia y Seguridad 
Privada y el Superintendente Delegado para el Control 
son los titulares de la potestad sancionatoria en materia 
de la prestación del servicio de vigilancia y seguridad 
privada.

Artículo 99. Competencia sancionatoria. El Super-
intendente Delegado para el Control será competente 
para iniciar el proceso sancionatorio e imponer las san-
ciones que correspondan en primera instancia. El Su-
perintendente de Vigilancia y Seguridad Privada será 
competente en segunda instancia.

Artículo 100. Principios. Adicionales a los princi-
pios orientadores de las actuaciones administrativas es-
tablecidos en el Código de Procedimiento Administra-
tivo y de lo Contencioso Administrativo, la Superinten-
dencia de Vigilancia y Seguridad Privada al imponer la 
sanción deberá observar los siguientes principios:

1.  Los vigilados por la Superintenden-
cia de Vigilancia y Seguridad privada solo serán inves-
tigados y sancionados por comportamientos que estén 
taxativamente descritos como falta en la presente ley.

2. La actuación administrativa que 
surta la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 
Privada debe ser el resultado de un proceso donde el 
investigado haya tenido la oportunidad de expresar sus 
opiniones e igualmente presentar y solicitar las pruebas 

que demuestren sus derechos, con la plena observancia 
de las disposiciones que regulan la materia, respetando 
en todo caso los términos y etapas procesales descritas. 

3. . La falta será antijurídica cuan-
do afecte la prestación de servicios de vigilancia y se-
guridad privada integral, protección de instalaciones, 
personas, activos, valores, intangibles y derechos, in-
vestigación, prevención y gestión de riesgos en segu-
ridad.

4.  En materia sancionatoria la ley 
permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

5. . Toda resolución sancionatoria 
deberá tener la posibilidad de ser apelada. 

6.  Se propenderá por que los procedi-
mientos se adelanten en el menor tiempo posible y con 
la menor cantidad de gastos para quienes intervengan 
en el proceso, que no se exijan más documentos y co-
pias de aquellos que sean estrictamente necesarios.

7.  Con ocasión, o en desarrollo de este 
principio la administración removerá todos los obstá-
culos de orden formal evitando decisiones inhibitorias.

8. . La Superintendencia se propone 
asegurar y garantizar los derechos de que todas las per-
sonas que intervienen sin ninguna discriminación por 
consiguiente se dará el mismo tratamiento a todas las 
partes.

9.  Durante la investigación el 
investigado (persona natural o jurídica), tiene derecho 
a la defensa material. La Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada tendrá en cuenta los descargos 
que hagan las personas a quienes se les formuló pliego 
de cargos y la contradicción de las pruebas allegadas 
regular y oportunamente al proceso administrativo san-
cionatorio.

10.  La sanción debe correspon-
der a la gravedad de la falta cometida.

11.  Toda persona natural 
o jurídica respecto de la cual se inicie investigación, se 
presume inocente hasta tanto no se demuestre lo con-
trario.

12.  La sanción que 
se imponga debe estar encaminada a persuadir a los de-
más representantes legales, socios o funcionarios o em-
pleados del mismo servicio de vigilancia y seguridad 
privada vigilado en el que se incurrió en falta y demás 
servicios vigilados por la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada, de abstenerse de vulnerar la 
norma que dio origen a la sanción.

13. -
 En la aplicación del régimen sancionatorio 

prevalecerán los principios rectores contenidos en la 
Constitución Política y la ley.

14.  La Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad privada presumirá la buena fe 
en todas las actuaciones que los vigilados realicen en 
desarrollo de la prestación del servicio.

15.  Las normas con-

en forma precisa, cierta y concreta, de manera que el 
investigado las conozca previamente, y la Entidad no 

-
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rídica que determina el marco de acción de la adminis-
tración.

16.  Con anterioridad a 
la expedición del acto administrativo de apertura del 
proceso sancionatorio y formulación del pliego de car-
gos, el Superintendente Delegado para el Control de 
la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada 
brindará a todos los servicios vigilados la oportunidad, 
si a ello hubiere lugar, de subsanar los hallazgos encon-
trados por la Entidad.

Artículo 101. Criterios para graduar la sanción. 
Las sanciones establecidas en la presente ley se impon-
drán de acuerdo a los criterios de graduación estableci-
dos en el Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo.

También se atenderán los siguientes criterios cuan-
do resulten aplicables:

1. La naturaleza y los efectos de la falta.

del servicio.
3. Las circunstancias que dieron lugar a la falta.
4. La situación económica del sancionado.
Artículo 102. Sanciones. Las siguientes son las san-

ciones de carácter administrativo que la Superintenden-
cia de Vigilancia y Seguridad Privada puede imponer a 
sus vigilados:

1. Amonestación o llamado de atención.
2. Multas pecuniarias en favor del Tesoro Nacional, 

cuyo monto depende de la gravedad de las faltas.
3. Suspensión de la licencia de funcionamiento o 

permiso hasta por seis (6) meses prorrogables por otros 
seis (6) meses.

4. Cancelación de la licencia de funcionamiento o 
del permiso.

5. Incautar el arma y solicitar la pérdida del permiso 
de porte o tenencia según el caso, cuando no se reporte 
de manera periódica la ubicación de las armas.

Artículo 103. Base sancionatoria.
la sanción la Superintendencia de Vigilancia y Seguri-
dad Privada tomará como base sancionatoria el mínimo 
establecido para el tipo de falta y aumentará la sanción 
en la medida en que se presenten los factores agravan-
tes, respetando el tope máximo establecido para cada 
sanción.

Artículo 104. Sanción para las faltas gravísimas. 
Las faltas gravísimas serán sancionadas con la cancela-
ción del permiso o de la licencia de funcionamiento del 
vigilado, sus sucursales y agencias.

Artículo 105. Sanción para las faltas graves. Las 
faltas graves serán sancionadas con:

1. Multas sucesivas en cuantía de 68 hasta 100 sala-
rios mínimos legales mensuales vigentes.

2. Suspensión de la licencia de funcionamiento o 
permiso de uno a seis meses. 

3. Cancelación del permiso o de la licencia de fun-
cionamiento del vigilado, sus sucursales o agencias, en 
caso de que a pesar de haberse impuesto alguna de las 
sanciones anteriores, no corrija la conducta que dio lu-
gar a ella.

Artículo 106. Sanción para las faltas leves. Las 
faltas leves serán sancionadas con amonestación o lla-
mado de atención y plazo perentorio para corregir las 
irregularidades, y/o multas en cuantía de 5 hasta 68 sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 107. Procedimiento sancionatorio. Todos 
los procesos sancionatorios serán de doble instancia. El 
procedimiento administrativo sancionatorio se sujetará 
a las disposiciones establecidas en el Código de Proce-
dimiento Administrativo y de lo Contencioso Adminis-
trativo en lo no previsto por esta ley.

Artículo 108. Sanciones por contratación de ser-
vicios ilegales. Las personas naturales, jurídicas o en-

y seguridad privada con empresas que no cuenten con 
licencia de funcionamiento vigente o pagando por el 
servicio a una tarifa inferior a la establecida, serán san-
cionadas con multa que oscilará entre 5 y 99 salarios 
mínimos legales mensuales, la cual será impuesta por 
la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada 
y deberá ser consignada en la dirección General del Te-
soro a su favor.

CAPÍTULO IV

Artículo 109. Medidas cautelares. La Superinten-
dencia de Vigilancia y Seguridad Privada podrá orde-
nar, como medida cautelar, la suspensión inmediata de 
conductas que puedan resultar contrarias a las disposi-
ciones señaladas en las normas sobre el sector, siempre 
que se considere que de no adoptarse tales medidas se 
pone en riesgo la efectividad de una eventual decisión 
sancionatoria, lo cual no obsta para adelantar los res-
pectivos procesos sancionatorios.

Artículo 110. Medidas en contra de prestadores ile-
gales de los servicios.
la prestación de los servicios, la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada podrá imponer medidas 
cautelares a las personas naturales o jurídicas que rea-
licen actividades de vigilancia y seguridad privada sin 
contar con la debida autorización, es decir, sin licencia 
de funcionamiento o permiso, de la siguiente forma, lo 
cual no obsta para adelantar los respectivos procesos 
sancionatorios:

1. Orden de suspensión inmediata de tales activi-
dades bajo apremio de multas sucesivas hasta por 10 
salarios mínimos legales mensuales vigentes cada una, 
mientras persista esta situación.

2. Terminación rápida y progresiva de los contratos 
o servicios desarrollados ilegalmente, mediante inter-
vención especial de la Superintendencia que garantice 

3. Cierre del establecimiento de comercio o entidad 
prestadora de servicio y levantamiento de los servicios 
de vigilancia y seguridad privada que sean prestados.

CAPÍTULO V

Artículo 111. Trámite. Las peticiones, quejas y de-
más solicitudes que presenten tanto el personal opera-
tivo como los usuarios de los servicios referentes a la 
prestación del mismo, deberán ser atendidas y resueltas 
de conformidad a lo establecido por la Ley 1755 de 

adicionen, en lo que corresponda a la prestación de los 
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servicios de vigilancia y seguridad privada, sujetos al 
control y vigilancia de la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada.

Artículo 112. Servicio de atención al cliente. Con el 

directa de las diferencias suscitadas con ocasión de la 
prestación del servicio, las empresas de vigilancia y se-
guridad privada deberán contar con un sistema ágil de 
servicio de atención al cliente, el cual deberá resolver 
de manera directa las quejas de los usuarios y de las 
personas que se consideren afectadas por la prestación 
de un servicio de vigilancia y seguridad privada.

Será prerrequisito para presentar queja formal ante 
la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad privada, 
haber acudido primero ante esa instancia.

Parágrafo. El Gobierno nacional reglamentará el 
servicio de atención al cliente del que trata el presente 
artículo.

CAPÍTULO VI

Artículo 113. Servidores públicos. Los servidores 
públicos de las Fuerzas Militares y de la Policía Na-
cional en servicio activo, y de la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad privada no podrán ser socios ni 
empleados de prestadores del servicio de vigilancia y 
seguridad privada.

TÍTULO V

Artículo 114. Registro Único Nacional de Vigilan-
cia y Seguridad Privada (RUSP). El Ministerio de De-
fensa Nacional pondrá en funcionamiento directamente 
o a través de entidades públicas el Registro Único Na-
cional de Vigilancia y Seguridad Privada (RUSP), en 
coordinación permanente y obligatoria con la superin-
tendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, así como 
todos los organismos que administren o recauden infor-
mación de los prestadores del servicio de vigilancia y 
seguridad privada en el país.

El RUSP incorporará por lo menos los siguientes 
registros de información:

a) Registro Nacional de Empresas de Vigilancia Ar-
madas;

b) Registro Nacional de Empresas de Vigilancia sin 
Armas;

c) Registro Nacional de Cooperativas Especializa-
das de Vigilancia Armadas;

d) Registro Nacional de Transportadoras de Valores;
e) Registro Nacional de Escuelas de Capacitación 

de Vigilancia y Seguridad Privada;
f) Registro Nacional de Empresas Asesoras en Vigi-

lancia y Seguridad Privada;
g) Registro Nacional de Empresas Blindadoras;
h) Registro Nacional de Empresas Arrendadoras en 

temas de vigilancia y seguridad privada;
i) Registro Nacional de Esquemas de Autoprotec-

ción, que incluye personas jurídicas, departamento de 
seguridad y personas naturales;

j) Registro Nacional de las Empresas o personas que 
prestan los servicios de capacitación para vigilancia y 
seguridad privada;

k) Registro Nacional de Consultores y Asesores en 
Servicios de Vigilancia y Seguridad Privada; 

l) Registro Nacional de Licencias de Empresas de 
Vigilancia y Seguridad Privada;

m) Registro Nacional de Sanciones y Multas a los 
Prestadores del Servicio de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada;

n) Registro Nacional de Seguros para Empresas de 
Vigilancia y Seguridad Privada.

Parágrafo 1º. El Gobierno nacional directamente o 
a través de los recursos de la Superintendencia de Vigi-
lancia y Seguridad Privada apropiará los recursos nece-
sarios que permitan poner en funcionamiento el RUSP 
en todo el territorio nacional. El RUSP deberá ser ad-
ministrado por una entidad pública, el plazo máximo 
para entregar en operación este sistema será de máximo 
6 meses contados a partir de la fecha de promulgación 
de esta ley.

Todas las empresas de vigilancia y seguridad priva-
da deberán contar con este registro para el desarrollo 
de sus actividades, el cual debe ser actualizado cada 
seis (6) meses, y cuyo costo será reglamentado por la 
Superintendencia en conjunto con el administrador del 
sistema.

La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
-

ministrativos que permitan poner en funcionamiento el 
RUSP en todo el territorio nacional. El RUSP deberá 
ser administrado por una entidad pública y de reconoci-
da experiencia en el manejo de sistemas de información 
de multas y sanciones en el nivel nacional, la cual será 
seleccionada por la Superintendencia. El plazo máximo 
para entrar en operación este sistema será de seis (6) 
meses contados a partir de la fecha de promulgación 
de esta ley.

Todas las Empresas de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada deberán contar con este registro para el desarrollo 
de sus actividades, el cual deberá ser actualizado cada 
seis (6) meses, y cuyo costo será reglamentado por la 
Superintendencia en conjunto con el administrador del 
sistema.

Parágrafo 2º. En todos los municipios y Secretarías 
de Gobierno existirá una dependencia del RUSP.

Parágrafo 3º. La autoridad competente deberá im-
plementar una estrategia de actualización de los regis-
tros, para lo cual podrá optar entre otros por el sistema 
de autodeclaración.

Los prestadores del servicio de vigilancia y seguri-
dad privada que no efectúen la declaración serán san-
cionados con multa de 2 salarios mínimos legales men-
suales, además de la imposibilidad de adelantar trámi-
tes en materia de vigilancia y seguridad privada. Dicho 
registro será obligatorio para adelantar cualquier tipo 
de trámite y para acceder a procesos de contratación 
con entidades privadas o públicas del país.

Se diseñará el formato de autodeclaración con las 
instrucciones de diligenciamiento pertinentes, que será 
suministrado al interesado sin costo alguno.
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TÍTULO VI

Artículo 115. Tránsito legislativo. Las solicitudes 
de renovación de licencias que hayan sido presentadas 
ante la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada de acuerdo a lo establecido en el Decreto número 
356 de 1994 y que se encuentren en trámite al momento 
de expedición de la presente ley deberán ajustar su so-
licitud a los requisitos de funcionamiento establecidos 
en la misma durante el año siguiente a su promulga-
ción. En todo caso, hasta tanto la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada se pronuncie de fondo 
sobre la respectiva solicitud, la licencia de funciona-
miento otorgada con base en el Decreto número 356 de 
1994 mantendrá su vigencia.

Artículo 116. Reglamentación por el Gobierno na-
cional.
el Gobierno nacional reglamentará las materias esta-
blecidas en la presente ley dentro del año siguiente a la 
promulgación de la misma.

Artículo 117. (Nuevo) Incentivos para la vincula-
ción de personas mayores o en condición de discapa-
cidad. El Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y el Departamento Nacio-
nal de Planeación o de quienes hagan sus veces, ex-
pedirá en un término no mayor a 6 meses, un decreto 
reglamentario que establezca una puntuación adicional 
en los procesos de licitación pública, concurso de mé-
ritos y contratación directa, para las Empresas de Vigi-
lancia y Seguridad Privada y/o las Cooperativas espe-
cializadas de vigilancia y seguridad privada, que en su 
planta de personal tengan personas con discapacidad 
y/o personas mayores de 45 años, contratadas con todas 
las exigencias y garantías legalmente establecidas.

Artículo 118. (Nuevo). Jornada Suplementaria 
aplicable al sector Vigilancia y Seguridad Privada. 
Los trabajadores del sector de vigilancia y seguridad 
privada podrán, previo acuerdo con el empleador, labo-
rar máximo en jornadas laborales diarias de doce (12) 
horas, sin que esto implique que se exceda la jornada 
máxima semanal incluyendo las horas suplementarias, 
autorizada en la legislación laboral nacional vigente.

Para esto se mantendrá el tope de la jornada diaria 
ordinaria en ocho (8) horas y se podrá extender la jor-
nada suplementaria hasta por cuatro (4) horas adicio-
nales diarias.

En todo caso se deberá respetar el descanso estable-
cido en la normatividad laboral vigente.

Parágrafo. En todo caso se aplicará a los trabaja-
dores del sector de vigilancia y seguridad privada lo 
contemplado en el Código Sustantivo del Trabajo y/o 
convenciones colectivas sobre remuneración a la jor-
nada de trabajo complementaria, domingos y festivos 
y descansos compensatorios. Derechos que serán reco-
nocidos y pagados a partir de las ocho (8) horas diarias 
de la jornada laboral ordinaria.

Se garantiza el pleno reconocimiento y pago de los 
derechos salariales, laborales y prestacionales contem-
plados en la legislación colombiana y/o convenciones 
colectivas suscritas entre las empresas y las organiza-
ciones sindicales. 

Artículo 119. (Nuevo) Modifíquese el artículo 1° de 
la Ley 1539 del 26 de junio de 2012. Artículo 1°. Las 
personas naturales que sean vinculadas o que al mo-

mento de la entrada en vigencia de la presente ley estén 
vinculadas a los servicios de vigilancia y seguridad pri-
vada (vigilantes, escoltas y supervisores), y que deban 
portar o tener armas de fuego, deberán obtener el certi-

armas de fuego, el que debe expedirse con base en los 
parámetros establecidos en el literal d) del artículo 11 
de la Ley 1119 de 2006, por una institución especiali-

de aptitud psicofísica para el porte y tenencia de armas 
de fuego, expedido a las personas mencionadas en el 
presente artículo tendrá una vigencia de cinco (5) años.

El examen psicofísico de que trata el artículo 11 de 
la Ley 1119 de 2006 podrá ser realizado por las institu-
ciones prestadoras de servicios (IPS).

que hace referencia el presente artículo 11 será realiza-

a los trabajadores. El Gobierno nacional reglamentará 
lo contenido en el presente parágrafo.

Parágrafo 2°. En todo caso los resultados de este 
examen no podrán ser causal de despido por parte del 
empleador.

Artículo 120. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su promulgación y dero-
ga los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º , 7°, 8º, 9º, 10, 11, 
13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 
28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 
43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 57, 58, 
59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69 , 70, 71, 72, 73, 
74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89, 
90, 91, 93, 95, 96, 97, 99, 100, 102, 103, 104, 105, 107, 
112, 115, 116 y 117 del Decreto número 356 de 1994, y 
las demás disposiciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo estableci-
do en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me permito 

-
ria del Senado de la República del día 9 de diciembre 
de 2015, al Proyecto de ley número 72 de 2014, por 
la cual se regula el sector de vigilancia y seguridad 
privada en Colombia y se dictan otras disposiciones. 

Cordialmente,

-
-

pública, los días 25 de noviembre y 14 de diciembre 
de 2015, de conformidad con el texto propuesto para 
segundo debate.

El Secretario General,
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN 
PLENARIA EL 15 DE DICIEMBRE DE 2015 AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 174 DE 2015 
SENADO, 223 DE 2015 CÁMARA

por la cual se crean y se desarrollan las Zonas de 
Interés de Desarrollo Rural, Económico y Social  

(ZIDRES).
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Artículo 1°. Objeto. Créanse las zonas de Interés de 
Desarrollo Rural, Económico y Social, Zidres, como 
territorios con aptitud agrícola, pecuaria y forestal y 

Rural Agropecuaria (UPRA), en consonancia con el 
numeral 9 del artículo 6° de la Ley 1551 de 2012, o 
la que haga sus veces, que se establecerán a partir de 
Planes de Desarrollo Rural Integral en un marco de 
economía formal y de ordenamiento territorial, sopor-
tados bajo parámetros de plena competitividad e inser-
ción del recurso humano en un contexto de desarrollo 
humano sostenible, crecimiento económico regional, 
desarrollo social y sostenibilidad ambiental.

Las Zidres deberán cumplir con estos requisitos: se 
-

cativos; demanden elevados costos de adaptación pro-
ductiva por sus características agrológicas y climáticas; 
tengan baja densidad poblacional; presenten altos índi-
ces de pobreza; o carezcan de infraestructura mínima 
para el transporte y comercialización de los productos.

Los proyectos de las Zidres deben estar adecuados y 
corresponder a la internacionalización de la economía, 
sobre bases de alta competitividad, equidad, reciproci-
dad y conveniencia nacional.

Parágrafo 1°. Las Zidres promoverán e implemen-
tarán la formación de capital humano y social en sus 
áreas rurales para sustentar una amplia competitividad 
empresarial; dotarán estos territorios de instrumentos 
equitativos para el Desarrollo Humano; auspiciarán las 
actividades productivas rurales basadas en el capital 
social y sistemas de producción familiar respaldados 
en estrategias de sostenibilidad y convivencia de las 
unidades familiares; propiciarán la sustentabilidad de 
los procesos y el acompañamiento e intervención sobre 
lo rural de las entidades públicas y privadas fortaleci-

vida rural.
Parágrafo 2°. Las Zidres se consideran de utilidad 

pública e interés social, excepto para efectos de expro-
piación.

Parágrafo 3°. Las entidades encargadas de la asis-
tencia técnica agraria y de comercio, prestarán atención 
regular y continua a los productores vinculados a los 
proyectos productivos de las Zidres en aspectos como 
calidad e inocuidad de alimentos; aptitud de los suelos; 
en la selección del tipo de actividad a desarrollar y en 

uso de tecnologías y recursos adecuados a la naturaleza 
de la actividad productiva; en las posibilidades y pro-
cedimientos para acceder al crédito; en la dotación de 
infraestructura productiva; en el mercadeo apropiado 
de los bienes producidos; en sistemas de inteligencia 
de mercados e información de precios; en formas de 
capacitación empresarial; en sanidad animal y vegetal; 
en tecnologías de procesos de transformación; en la 

promoción de formas de organización empresarial, y 
en la gestión para determinar necesidades de servicios 
sociales básicos de soporte al desarrollo rural. Dichas 
entidades informarán periódicamente al Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural sobre los resultados de 
la evaluación y seguimiento a las actividades de gene-

-
ponente en los proyectos productivos.

Artículo 2°. Objetivos. Las Zidres deberán consti-
tuir un nuevo modelo de desarrollo económico regio-
nal, a partir de:

– Promover el acceso y la formalización de la pro-
piedad de la tierra a los campesinos, a los trabajadores 
agrarios, mujeres rurales, jóvenes rurales y ocupantes 
tradicionales de bienes inmuebles de la Nación.

– Promover la inclusión social y productiva de cam-
pesinos, trabajadores agrarios, mujeres rurales y ocu-
pantes tradicionales de bienes inmuebles de la nación 
como agentes sociales, productivos y emprendedores.

– Promover el desarrollo de infraestructura para la 
competitividad en las Zidres y las Entidades Territoria-
les en las que se establezcan dichas zonas.

– Promover la responsabilidad social empresarial 
(RSE) y la responsabilidad ambiental empresarial 
(RAE) de las personas jurídicas que desarrollen pro-
yectos productivos en las Zidres.

– Priorizar aquellas iniciativas productivas destina-
das a la producción de alimentos con destino a garan-
tizar el derecho humano a la alimentación adecuada de 
los colombianos.

– La promoción del desarrollo regional a través del 
ordenamiento territorial, la modernización y especiali-
zación del aparato productivo, el Desarrollo Humano 
Sostenible, la agricultura dinámica y de contrato anti-
cipado, la recuperación y regulación hídrica frente al 
Cambio Climático, en un marco de integración empre-
sarial de la sociedad.

– La promoción y consolidación de la paz y la con-
vivencia, mediante mecanismos encaminados a lograr 
la justicia social y el bienestar de la población dedicada 
a la actividad rural, procurando el equilibrio entre áreas 
urbanas y rurales, y de estas en relación con la región.

– La formulación, implementación y ejecución de 
proyectos agrícolas y pecuarios.

– Generación de valor agregado y transferencia de 
tecnologías mediante el procesamiento, comercializa-
ción e industrialización de todos sus productos, a partir 
de procesos asociativos empresariales.

– Constituir e implementar Zonas Francas Agroin-
dustriales como instrumento para la creación de em-
pleo y para la captación de nuevas inversiones de capi-
tal, que promoverán la competitividad en las regiones 
donde se establezcan y el desarrollo de procesos in-
dustriales altamente rentables y competitivos, bajo los 
conceptos de seguridad, transparencia, tecnología, pro-
ducción limpia y buenas prácticas empresariales. Las 
Zonas Francas Agroindustriales contarán con Bancos 
de Maquinaria y Equipos que serán utilizados en todo 
el territorio Zidres.

– La creación o fortalecimiento de Parques de Cien-
cia, Tecnología e Innovación, Centros de Investigación 
y Desarrollo de la agricultura tropical y de investiga-
ción en biodiversidad y recursos naturales.



G  1083  Miércoles, 23 de diciembre de 2015 Página 25

sustentada en la formación competitiva de la Pobla-
ción Económica Activa (PEA) del sector primario de 
la economía mediante el establecimiento de centros de 
formación de educación, inmersos en la Zona Rural, 
uniendo las TIC con la enseñanza, como actividad de 
aprendizaje de valores y de reingeniería para técnicos, 
tecnólogos y profesionales del campo.

– La construcción de modelos habitacionales en un 
marco de desarrollo humano, ecohábitat, energías reno-
vables y sostenibilidad ambiental en lo rural.

– Desarrollar procesos de producción familiar y co-
munitaria para la sostenibilidad alimentaria y la gene-
ración de excedentes agropecuarios, mediante el esta-
blecimiento de Unidades Agrícolas Integrales a partir 
de Producción Agrícola para la Familia (Soberanía ali-
mentaria y ahorro), Producción Agrícola para la comu-
nidad (Generación de rentabilidad social) y Plantacio-
nes para procesos industriales (Generación de Capital).

– El manejo sostenible de los recursos naturales y 
una organización socio empresarial ligada a procesos 

-
rio.

CAPÍTULO II

Artículo 3°. Componentes de los proyectos produc-
tivos. Los proyectos que pretendan ser desarrollados 
dentro de las Zidres, deberán ser inscritos ante el Mi-
nisterio de Agricultura y Desarrollo Rural, y deberán 
contener, por lo menos, los siguientes elementos:

a) Un enfoque de ordenamiento territorial que ar-
monice los: Planes de Ordenamiento Territorial (POT) 
y ambiental Planes Básicos de Ordenamiento Territo-
rial (PBOT) y Esquemas de Ordenamiento Territorial 
(EOT) con los criterios de ordenamiento productivo y 

-

9 del artículo 6° de la Ley 1551 de 2012, o la que haga 
sus veces.

jurídica y de sostenibilidad ambiental con énfasis en el 
tema hídrico y manejo de los recursos.

va a adelantar el proyecto productivo y, si es el caso, 

pretende acceder a la tierra requerida para el desarrollo 
de este.

d) Cartas de entendimiento con los titulares, posee-
dores, tenedores y ocupantes de los predios que se ten-

Cuando se trate de proyectos asociativos, adicional-
mente, deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a) La determinación del terreno destinado a ser ad-
quirido por los campesinos, los trabajadores agrarios 
y/o las mujeres rurales, sin tierra, asociados.

b) Un plan que asegure a los campesinos el sumi-
nistro de servicios permanentes de capacitación empre-
sarial y asistencia técnica, formación de capacidades y 
acompañamiento en aspectos personales y de dinámica 
grupal.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural con el apoyo técnico del Departamento 
Nacional de Planeación, reglamentará el procedimiento 

para la inscripción, aprobación y seguimiento de estos 
proyectos en un término no mayor a 120 días contados 
a partir de la promulgación de la presente ley.

Parágrafo 2°. No podrán adelantar proyectos pro-
ductivos dentro de las Zidres, las personas naturales o 
jurídicas que adquirieron propiedad sobre bienes bal-
díos adjudicados después de la expedición de la Ley 
160 de 1994, de conformidad con los incisos noveno y 
catorceavo del artículo 72 de la mencionada ley.

Parágrafo 3°. El pequeño y mediano productor 
que decida adelantar proyectos productivos en las 
Zidres, contará con el apoyo técnico de las entidades 
prestadoras del servicio de asistencia técnica directa 
rural para el diseño y presentación de las propuestas, de 
conformidad con los requisitos exigidos en el presente 
artículo.

Parágrafo 4°. Tanto los proyectos productivos que a 
la expedición de la presente ley se encuentren en ejecu-
ción sobre áreas rurales de propiedad privada, como los 
nuevos proyectos gozarán de los mismos incentivos, 

ante el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.
Parágrafo 5°. Para garantizar que no se afecte la 

seguridad, autonomía, el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural determinará los parámetros de Sobe-
ranía alimentaria para cada Zidres y reglamentará sus 
controles y procedimientos.

CAPÍTULO III

Artículo 4°. Sistema Nacional de Desarrollo Rural 
para las Zidres. El Gobierno nacional reglamentará la 
integración, organización y funcionamiento del Siste-
ma Nacional de Desarrollo Rural para las Zidres, que 
será coordinado por el Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural. Las entidades que lo integran se agru-
parán en sistemas, con las atribuciones y objetivos que 
determine el Gobierno nacional.

los organismos integrantes del Sistema Nacional de 
Desarrollo Rural para las Zidres se sujetará a lo esta-
blecido en la Ley 489 de 1998.

El Consejo Nacional de Política Económica y So-
cial (Conpes) aprobará la estrategia multisectorial de 
desarrollo del sector rural, acordará las inversiones 
orientadas a promover el desarrollo de las áreas rurales 
y evaluará periódicamente el desempeño del Sistema 
Nacional de Desarrollo Rural para las Zidres, para lo 
cual sesionará al menos dos (2) veces por año.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural será 
responsable de liderar y coordinar la formulación de la 
política general de desarrollo rural, con base en crite-
rios de ordenamiento productivo y social que permi-
tan determinar las áreas prioritarias de desarrollo rural. 
Para tal efecto, establecerá a través de la UPRA el uso 
actual y potencial del suelo, ordenará las zonas geográ-

-
drológicas, sus condiciones económicas, sociales y de 

parámetros necesarios que deben ser considerados para 
la elaboración de los Planes, Planes Básicos y Esque-
mas de Ordenamiento Territorial en las zonas rurales de 
los municipios.

Así mismo, el Ministerio de Agricultura y Desarro-
-
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y demás restricciones al uso del suelo impuestas por 
cualquier autoridad gubernamental.

Con anterioridad a la fecha de inscripción de los 
proyectos en el Banco de Proyectos de Inversión del 
Departamento Nacional de Planeación, el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural enviará a las entidades 
y organismos que integran el Sistema una relación de 
las zonas seleccionadas como prioritarias para la estra-
tegia de desarrollo rural Zidres, así como los programas 
que en ellas se adelantarán, para los cuales se determi-
nará la participación que le corresponde a cada una de 
tales entidades.

El Departamento Nacional de Planeación apoyará 
la coordinación entre los distintos Ministerios y enti-

formulación de las políticas de desarrollo rural y de que 
se tomen las medidas para su ejecución en los planes 
anuales de inversión. Los organismos y entidades in-
tegrantes del Sistema Nacional deberán incorporar en 
los respectivos anteproyectos anuales de presupuesto 
las partidas necesarias para desarrollar las actividades 
que les correspondan, conforme con lo establecido en 
el artículo 346 de la Constitución Política.

Artículo 5°. Instancias de coordinación. El Consejo 
Seccional de Desarrollo Agropecuario (CONSEA) que 
opera a nivel departamental será la instancia de coor-
dinación de las prioridades y de concertación entre las 
autoridades, las comunidades rurales y los organismos 
y entidades públicas y privadas para los proyectos Zi-
dres, en concordancia y armonía con las prioridades 
establecidas en los planes de desarrollo nacional y de-
partamental y el Plan de Desarrollo Rural Integral de la 
Zidres elaborado por la UPRA.

Parágrafo. Los Consejos Municipales de Desarrollo 
Rural, creados por el artículo 61 de la Ley 101 de 1993, 

y de concertación entre las autoridades locales, las co-
munidades rurales y los organismos y entidades públi-
cas en materia de desarrollo rural en armonía con los 
planes, planes básicos y/o esquemas de Ordenamiento 
Territorial.

CAPÍTULO IV
 

Artículo 6°. Instrumentos para el fomento de pro-
yectos productivos. El establecimiento de las Zidres ha-
bilita al Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, para orientar y focali-
zar estímulos e instrumentos de política a los proyectos 
productivos que se suscriban en esta.

El fomento de los proyectos productivos tendrá en 
cuenta los principios de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad que preside las relaciones entre los dis-
tintos niveles territoriales, previstos en el artículo 288 
de la Constitución Política de 1991.

Artículo 7°. De los incentivos y estímulos. Los 
proyectos productivos aprobados por el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural en las Zidres recibirán, 
como mínimo, los siguientes incentivos y estímulos:

a) Líneas de crédito especiales para campesinos, 
trabajadores agrarios, mujeres rurales y empresarios;

b) Mecanismos especiales de garantía sobre la pro-
ducción de los proyectos productivos;

c) Estímulos a la promoción, formación y capacita-
ción de los campesinos, trabajadores agrarios y muje-
res rurales;

d) Incentivos para las empresas que resulten de las 
alianzas que se conciban para el desarrollo del proyecto 
productivo;

e) Respaldo hasta del 100% de los recursos de los 
proyectos productivos a través del Fondo Agropecua-
rio de Garantías, cuando se requiera. Para establecer el 

del tomador del crédito, el número de pequeños y me-
dianos productores incorporados al proyecto como aso-
ciados, y se realizará un análisis completo del proyecto 
a efectos de establecer principalmente los riesgos de 
siniestralidad derivados del mismo.

política de incentivos o estímulos los proyectos aso-
ciativos, siempre y cuando integren como asociados al 
pequeño o al mediano productor.

Parágrafo 2°. Los proyectos que asocien a los cam-
pesinos, trabajadores agrarios y mujeres rurales, sin tie-

o estímulos, solo si garantizan que estos en desarrollo 
del proyecto pueden adquirir un determinado porcenta-
je de tierra agrícola, calculado con base en sus posibili-
dades de explotación.

Parágrafo 3°. El Ministerio de Agricultura y Desa-
rrollo Rural determinará las condiciones para que los 

nacional y los programas de estímulo gubernamental 
atiendan las necesidades de los campesinos, trabajado-
res agrarios y mujeres rurales vinculados a los proyec-
tos.

Parágrafo. Los profesionales con maestría y docto-

que se vinculen con proyectos productivos o de inves-
tigación y desarrollo tecnológico en las Zidres también 

Artículo 8°. De las Garantías para los Proyectos 
Zidres. Para dar seguridad a las inversiones, el Estado 

-

inversionista y en eventos excepcionales determinados 
por circunstancias imprevistas o de fuerza mayor.

de fomento agroindustrial y de incentivos tributarios 
para el sector, se dejarán a salvo los derechos adquiri-
dos por los inversionistas con fundamento en la legisla-
ción vigente en el momento de suscribir los convenios 
y contratos que dieron lugar a la inversión, sin perjuicio 
de que puedan acogerse a todo lo que les sea favorable 
en la nueva ley.

Artículo 9°. Garantía real. Para cualquiera de las 
-

re la presente ley, el volumen aprovechable constituye 
garantía real para transacciones crediticias u otras ope-

Artículo 10. Bienes muebles por anticipación. 
Cuando se trate de bienes muebles por anticipación, de 
los que trata el artículo 659 del Código Civil, dichos 
bienes, podrán ser susceptibles de enajenarse a cual-
quier título, gravarse, transferirse, o constituirse en 

independiente del bien inmueble al que se encuentran 
adheridos, de tal suerte que su transferencia no se ten-
ga que hacer de manera simultánea al inmueble donde 
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están ubicados, y su titularidad siempre puede ser es-
cindida.

Artículo 11. Garantía de la plantación. Toda plan-
tación forestal, agroforestal o silvopastoril de carácter 
productor realizada con recursos propios, implica el 
derecho de su titular al aprovechamiento o a darle el 
destino que determine, con base en criterios técnicos, 
ambientales, sociales y económicos, en cumplimiento 
de la función social y ecológica de la propiedad.

Artículo 12. . Los organismos o en-

planes, programas y proyectos de desarrollo rural en las 
Zidres, que sean aprobados por el Consejo Nacional de 
Política Económica y Social Conpes, cuando estos ha-
gan parte de una actividad de las entidades territoriales.

Autorízase a las Empresas Industriales y Comercia-
les del Estado, a las entidades territoriales, a las entida-
des de carácter mixto público-privado, a los fondos de 
pensiones, a las Corporaciones Autónomas Regionales 
y de Desarrollo Sostenible, a efectuar inversiones para 
el desarrollo de proyectos productivos en las zonas ru-
rales prioritarias y la construcción de redes de produc-
ción, comercialización, procesamiento y consumo de 
alimentos originados en la economía campesina u otra 
forma de pequeña producción. Estas inversiones serán 
sujeto de los estímulos y exenciones tributarias previs-
tas para el sector y sin que estos sean incompatibles con 
los estímulos e incentivos en materia ambiental.

CAPÍTULO V
 

Artículo 13. De bienes inmuebles de la Nación. Para 
la ejecución de los proyectos productivos se podrá so-
licitar al Gobierno nacional, la entrega en concesión, 
arrendamiento o cualquier otra modalidad contractual 
no traslaticia de dominio, de bienes inmuebles de la 

proyectos productivos a que hace referencia el artículo 
3° de esta ley. En todo caso la entrega de inmuebles de 
la nación solo tendrá lugar cuando se trate de proyectos 
productivos que integren como asociados al pequeño o 
al mediano productor.

La determinación de las condiciones del contrato se 
hará de acuerdo con las características y aptitudes de 

-
yectos productivos, y de conformidad con la reglamen-
tación especial que expida para tal efecto el Gobierno 
nacional. La duración de los contratos se determinará 
según los ciclos productivos del proyecto. También, se 
establecerán las condiciones óptimas en que la tierra 
debe ser devuelta tras la culminación del contrato, en 
estudio técnico que hará parte integral del negocio ju-
rídico suscrito.

Los contratos establecerán, además, las garantías 
correspondientes y las consecuencias del incumpli-
miento de las obligaciones del contratista, que podrán 
incluir la terminación del contrato y la devolución de 
los inmuebles de la Nación en óptimas condiciones de 
aprovechamiento, sin pago de mejoras por parte del Es-
tado.

Parágrafo 1°. Las personas que se encuentren ocu-
pando predios baldíos y que, a la fecha de la declara-
toria de las Zidres, no cumplan con los requisitos esta-

de la titulación de los predios ocupados, podrán vincu-
larse a los proyectos productivos que tengan el carác-

ter de asociativos o celebrar contratos de derecho real 

perjuicio de los derechos adquiridos. Los contratos de 

tierras despojadas, las afectadas por restitución de tie-
rras y los territorios étnicos.

Parágrafo 2°. Una vez fenecido el contrato, los ele-
mentos y bienes contemplados en el mismo, pasarán 
a ser propiedad del Estado, sin que por ello se deba 
efectuar compensación alguna.

Parágrafo 3°. No se permitirá la existencia de pacto 

las diferencias surgidas por causa o con ocasión del 

serán debatidos y resueltos ante la jurisdicción com-
petente.

Parágrafo 4°. Si dentro de los tres (3) años siguien-
tes a la aprobación del proyecto productivo por parte 
del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y a la 
entrega de los bienes inmuebles de la Nación, bajo con-
cesión, arrendamiento o cualquier otra modalidad con-
tractual no traslaticia de dominio, no se ha dado inicio 
al proyecto productivo, será causal de terminación del 
contrato, devolviendo a la Nación el respectivo predio 
y pagando un porcentaje equivalente al 5% del valor 

-
do por el Gobierno nacional, como sanción pecuniaria. 
Los recursos recaudados serán destinados al Fondo de 
Desarrollo Rural, Económico e Inversión (FDREI) o 
quien haga sus veces.

Exclúyase de esta pena pecuniaria a los pequeños 
productores.

Artículo 14. De la retribución por el uso y goce de 
bienes inmuebles de la Nación. La entrega de los bienes 
inmuebles de la Nación, bajo concesión, arrendamiento 
o cualquier otra modalidad contractual no traslaticia de 
dominio, dará lugar al pago de una contraprestación, 
que será reglamentada por el Gobierno nacional, aten-
diendo las variables relacionadas con el área del terre-
no y los volúmenes de producción, sin perjuicio de que 
estos bienes se integren solo para efectos de producción 
con los predios de propiedad privada de los ejecutores 
del proyecto, al igual que con los predios cuyo dominio 
esté en cabeza de pequeños y medianos productores.

El valor de la contraprestación recibida por el Es-
tado, a cambio de la entrega de los inmuebles de la 
Nación, será destinada al Fondo de Desarrollo Rural, 
Económico e Inversión, en los casos en que esta sea di-
neraria. Por su parte, los pagos en especie podrán con-
sistir en la ejecución de proyectos de desarrollo cuya 
propiedad será transferida a la entidad del orden nacio-
nal o territorial competente para su mantenimiento, ad-
ministración y demás derechos y obligaciones legales.

Parágrafo 1°. Para la explotación de los bienes in-
muebles de la Nación se podrá hacer uso de asociacio-
nes público privadas, al igual que para el desarrollo de 
infraestructura pública y de sus servicios asociados, de 
conformidad con la Ley 1508 de 2012.

Parágrafo 2°. Las personas que por esta ley reciban 
en concesión, arrendamiento o cualquier otra moda-
lidad contractual no traslaticia de dominio de tierras 
baldías del Estado en áreas superiores a una UAF, no 
podrán obtener ganancias (rentas) por el derecho otor-
gado por el Estado sobre dichas tierras, si deciden ne-
gociarlo con un tercero. Dichas ganancias solo podrán 
hacerlas sobre sus inversiones en esas tierras, las cuales 
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siguen siendo de propiedad del Estado, que de ninguna 
manera cede su propiedad sobre las rentas que puedan 
generar.

Artículo 15. De los aportes. En las Zidres, el eje-
cutor del proyecto aprobado por el Ministerio de Agri-
cultura y Desarrollo Rural podrá: arrendar, utilizar, 
explotar, adquirir, recibir en aporte predios obtenidos 
lícitamente o asociarse con los propietarios que no de-
seen desprenderse del derecho de dominio, posesión, 
uso o usufructo, hasta completar el área requerida para 
el proyecto productivo.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, en 
compañía del Ministerio Público, vigilarán el proceso 
de adquisición, aporte de los predios y la vinculación 
del campesino, trabajador agrario y mujer rural al pro-
yecto.

Parágrafo. En el caso de que los aportantes de los 
predios para el desarrollo del proyecto productivo ten-
gan la condición de campesinos, mujer rural o trabaja-
dores agrarios, no se permitirá la existencia de pacto 

cuando haya lugar a ello.
CAPÍTULO VI

 

Artículo 16. Indemnidad del campesino, mujer ru-
ral y/o del trabajador agrario. Cuando el campesino, 
trabajador agrario ocupante o poseedor de buena fe, 
cumpla con los requisitos que distinguen al pequeño 
productor y no cuente con título que acredite la propie-
dad de la tierra sobre la que este desempeña sus labores 
agrarias, el Gobierno nacional garantizará la titularidad 
de dichos predios mediante un plan de formalización 
de la propiedad de la tierra dentro de las Zidres.

Artículo 17. Condición especial para los proyectos 
productivos que vinculen campesinos, mujeres rura-
les, jóvenes rurales y/o trabajadores agrarios sin tie-
rra. Además de los requisitos generales previstos en 
el artículo 3°, los proyectos asociativos que vinculen 
campesinos, mujer rural y/o trabajadores agrarios sin 
tierra deberán establecer un mecanismo que permita 
que, dentro de los tres (3) primeros años de iniciado 
el proyecto, estos se hagan propietarios de un porcen-

Desarrollo Rural de acuerdo al proyecto productivo y 

efecto, en el contrato de asociatividad se establecerá 
una cláusula resolutoria de permanencia en el proyecto 

CAPÍTULO VII

Artículo 18. Modernización Tecnológica. El Minis-
terio de Agricultura y Desarrollo Rural, en coordina-
ción con las entidades del Sistema Nacional de Ciencia 
y Tecnología y con los Institutos de Investigación del 
Sistema Nacional Ambiental y teniendo en cuenta la 

-
neración y transferencia de tecnología para la estrategia 
de desarrollo rural, orientada a mejorar la productivi-
dad y la competitividad, optimizar el uso sostenible 
de los factores productivos, facilitar los procesos de 
comercialización y de transformación, y generar valor 
agregado, que garantice a largo plazo la sostenibilidad 
ambiental, económica y social de las actividades pro-
ductivas, y que contribuya a elevar la calidad de vida, 
la rentabilidad y los ingresos de los productores rurales.

Con base en los lineamientos de dicha política, 
organizaciones como Corpoica, los centros especia-
lizados de investigación agropecuaria, de silvicultura 
tropical y pesquera, el ICA, el Sena, las Universidades 
y las demás entidades responsables de la generación y 
transferencia tecnológica programarán las actividades 
de investigación, adaptación y validación de tecnolo-
gías requeridas para adelantar los programas de moder-
nización tecnológica en las Zidres.

Los servicios de asistencia técnica y transferencia de 
tecnología estarán orientados a facilitar el acceso de los 
productores rurales al conocimiento y aplicación de las 
técnicas más apropiadas para mejorar la productividad 
y la rentabilidad de su producción, y serán prestados 
a través de las entidades y organizaciones autorizadas 
para el efecto por el Gobierno nacional. Las entidades y 
organismos o profesionales prestadores de servicios de 
asistencia técnica y transferencia de tecnología serán 

cumplir con este propósito.
Artículo 19. 

de innovación PCTI -
jo sostenible de los bosques productores, el desarrollo 
de las industrias agrícolas y pecuarias y la estabilidad 
del empleo, se crearán en las zonas potenciales de pro-

-
ción PCTI, se fortalecerá la capacitación de la fuerza 
de trabajo en todas las áreas del Conocimiento de los 
bosques productores y el agro y su cultura. El Estado, 
las empresas y las instituciones de formación y capaci-
tación, contribuirán a satisfacer esta necesidad, en con-
sonancia con lo establecido en el artículo 12 de la Ley 
1753 de 2015.

La investigación forestal de acuerdo con el Plan Na-
cional de Innovación, Investigación y Transferencia de 
Tecnologías Forestales se orientará al enriquecimiento 
del conocimiento, la innovación, el desarrollo y trans-
ferencia de tecnología; el conocimiento sobre ecosiste-
mas forestales; la diversidad biológica; su importancia 
cultural; la evaluación y valoración de los recursos de-
rivados del bosque; el aprovechamiento de la industria 
forestal; la prevención y control de incendios y protec-
ción de áreas forestales; las técnicas agroforestales y 
silvopastoriles; el desarrollo tecnológico de los produc-
tos forestales; el mejoramiento genético; aspectos eco-
nómicos relacionados con el mercado, rendimientos, 
incentivos, productividad y competitividad; centros de 
transformación y zonas francas agroindustriales; y los 
demás aspectos que promuevan y apoyen el Desarrollo 
Forestal Nacional en un marco de competitividad y de-
sarrollo humano sostenible.

CAPÍTULO VIII

Artículo 20. Aprobación de Zidres. El Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, previo el cumplimiento 
de los requisitos establecidos en la presente ley, apro-
bará los proyectos presentados, atendiendo a criterios 
de competitividad, inversión, generación de empleo, 
innovación, alta productividad, valor agregado, trans-
ferencia de tecnologías y vinculación del capital rural.

El Ministerio Público ejercerá la vigilancia de los 

derechos de los campesinos, mujer rural y/o trabajado-
res agrarios.

Artículo 21. . La iden-

Zidres, será establecida por la UPRA de conformidad 
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con el artículo 1° de la presente ley y de acuerdo con 
criterios de planeación territorial, desarrollo rural, estu-
dios de suelo a escala apropiada, información catastral 
actualizada y estudios de evaluación de tierras de con-
formidad a la metodología establecida por esta entidad.

-
tablecida por el Gobierno nacional a través de docu-
mento Conpes.

La aprobación de cada una de las Zidres se efectua-
rá a través del Consejo de Ministros mediante decreto 

delimitación y los proyectos productivos propuestos.
El Gobierno nacional destinará a la UPRA los re-

cursos requeridos para la elaboración de los planes de 
-

ción de las Zidres.
Para la delimitación de las Zidres será indiferente 

que los predios cobijados sean de propiedad privada o 
pública.

Parágrafo 1°. El informe que elabore la UPRA debe 
contener un plan de desarrollo rural integral y un plan 
de ordenamiento productivo y social de la propiedad 
en el que participarán bajo un contexto de cooperación 
interinstitucional las entidades que tengan competencia 
para la regularización de los mismos y se procederá a 
sanear las situaciones imperfectas garantizando la se-
guridad jurídica, previa a la aprobación del área.

de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente, 

de las Zidres, para que se realice la respectiva anota-
ción y publicidad en los folios de matrícula inmobilia-

-
den dicha actuación.

Parágrafo 3°. Cuando en una Zidres se encuentren 
proyectos productivos cuyos usos del suelo no se ajus-
ten a las alternativas establecidas por la UPRA, esta, 
en coordinación con el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural y las autoridades departamentales o 
municipales, establecerá un régimen de transición y 
acompañamiento que estimule la reconversión produc-

la UPRA.
CAPÍTULO IX

 

Artículo 22. Fondo de Desarrollo Rural, Económi-
co e Inversión de los recursos obtenidos de los contra-
tos de concesión. Créase el Fondo de Desarrollo Rural, 
Económico e Inversión, FDREI, como una cuenta es-
pecial del Incoder, o quien haga sus veces, cuyos re-
cursos están constituidos por los ingresos obtenidos de 
los contratos a que hace referencia el artículo 14 de la 
presente ley.

Los recursos del fondo serán invertidos preferen-
cialmente en la adquisición de tierras para campesinos 
y trabajadores agrarios susceptibles de ser adjudicata-
rios, de acuerdo a lo estipulado en la Ley 160 de 1994, 
por fuera de las Zidres y obligatoriamente en el sector 
agropecuario.

CAPÍTULO X

Artículo 23. Garantía de cumplimiento para la 
implementación de proyectos productivos en Zidres. 

La persona natural, jurídica o la empresa asociativa a 
quien se le apruebe la ejecución de un proyecto pro-
ductivo propuesto para las Zidres, deberá constituir una 
garantía de cumplimiento en favor del Estado sobre el 
monto inicial de inversión del proyecto aprobado, don-
de se respalde el inicio de la ejecución del proyecto 
productivo en el área autorizada, de conformidad con 

tres (3) años contados a partir de la aprobación por par-
te del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

Artículo 24. Asociaciones público-privadas. El sec-
tor empresarial vinculado a las Zidres y el Gobierno 
nacional podrán pactar Asociaciones Público-Privadas 
(APP) y concesiones para el desarrollo de la infraes-
tructura y servicios públicos necesarios al desarrollo 
agroindustrial de estas.

Artículo 25. Predios en proceso de restitución de 
tierras

-
zado en Restitución de Tierras, en las Zidres no podrán 
adelantarse proyectos en predios sometidos a este tipo 
de procesos.

Artículo 26. Predios con sentencia de restitución en 
. Los predios ubicados en las Zidres que hayan 

sido restituidos en el marco de la Ley 1448 de 2011, no 
podrán enajenarse durante los dos (2) años siguientes a 
la fecha de ejecutoria del fallo de restitución o de en-
trega, pero podrán vincularse a los proyectos a que se 

Artículo 27. Zonas afectadas por declaración de 
desplazamiento forzado. La declaratoria de una Zidres 
sobre un área en la que pesa una declaración de despla-
zamiento forzado o en riesgo de desplazamiento forza-
do no podrá efectuarse sin el aval del Comité Territorial 
de Justicia Transicional correspondiente.

El Comité evaluará las condiciones de violencia y 
desplazamiento, luego autorizará el levantamiento de 
la declaración, si las condiciones de seguridad lo per-
miten.

Artículo 28. Predios afectados por medidas de pro-
tección contra el desplazamiento forzado. No podrán 
adelantarse proyectos en predios ubicados en una Zi-
dres que sean objeto de medidas de protección indivi-
dual a causa del desplazamiento forzado, salvo que me-
die la voluntad y el levantamiento previo de la medida 
por parte del respectivo propietario.

Artículo 29. Restricciones a la constitución de las 
Zidres. No podrán constituirse Zidres en territorios de-
clarados como resguardos indígenas, zonas de reserva 
campesina debidamente establecidas por el Incoder, o 
quien haga sus veces, territorios colectivos titulados o 
en proceso de titulación de las comunidades negras.

Parágrafo 1°. Los consejos comunitarios y/o autori-
dades reconocidas legalmente como representantes de 
las zonas de reserva campesina y territorios colectivos 
titulados podrán bajo expresa solicitud, avalada por el 
Ministerio del Interior, solicitar al Ministerio de Agri-
cultura y Desarrollo Rural ser incluidos dentro de los 
procesos de producción establecidos para las Zidres.

Parágrafo 2°. Previo a la declaratoria de una Zidres, 
se deberá agotar el trámite de consulta previa de con-
formidad con el artículo 6° del Convenio 169 de la OIT, 

la presencia de comunidades étnicas constituidas en la 
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Es deber del Ministerio del Interior liderar y acom-
pañar a la UPRA de manera permanente en el proceso 
de consulta previa con las comunidades étnicas cuando 
sea requerido.

Artículo 30. No podrán constituirse Zidres en terri-
torios que comprendan áreas declaradas y delimitadas 
como ecosistemas estratégicos, parques· naturales, pá-
ramos y humedales.

Artículo 31. Facultad reglamentaria. El Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural y el Departamento 
Nacional de Planeación deberán en un término de seis 
(6) meses reglamentar todos los contenidos pertinentes 
de la presente ley.

Artículo 32. Vigencia de la ley. La presente ley rige 
a partir de su promulgación y deroga todas las leyes y 
normas que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo estableci-
do en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me permito 

-
ria del Senado de la República del 15 de diciembre de 
2015, al Proyecto de ley número 174 de 2015 Senado, 
223 de 2015 Cámara, por la cual se crean y se desarro-

llan las zonas de interés de desarrollo rural, económico 
y social (Zidres).

Cordialmente,

-
-

blica el 15 de diciembre de 2015, de conformidad con 
el texto propuesto para segundo debate.

T E X T O  D E F I N I T I V O  
A P R O B A D O  E N  C O M I S I Ó N

TEXTO DEFINITIVO
-

2015 SENADO
-

cido el inciso 1 del artículo 35 de la Ley 01 de enero 
10 de 1991.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Las pensiones de jubilación y sobre-
vivientes, reconocidas mediante actos administrativos 
expedidos por la extinta Empresa Puertos de Colom-
bia, vigentes a la fecha de su liquidación, continuarán 
siendo pagadas por la Nación, junto con los reajustes 
establecidos posteriormente.

-
tículo continuarán teniendo derecho a los servicios mé-
dico asistenciales contemplados en los actos de reco-
nocimiento de la pensión, por conducto de la empresa 
prestadora de salud que elija el titular de la prestación.

-

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación.

El anterior texto, conforme en lo dispuesto en el ar-

una vez reordenado el articulado que constituye el tex-

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO DE 

LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., en Sesión Ordinaria de la Comisión 

Séptima Constitucional Permanente del Senado de la 
República, de fecha martes veinticuatro (24) de no-
viembre de 2015, según Acta número 27, Legislatura 
2015-2016, fue considerado el informe de ponencia 
positivo para Primer Debate al -

alcance del mandato establecido en el inciso 1 del ar-
tículo 35 de la Ley 01 de enero 10 de 1991, presentada 
por los honorables Senadores Yamina del Carmen Pes-
tana Rojas, Álvaro Uribe Vélez y Antonio José Correa 
Jiménez, publicada en la Gaceta del Congreso número 
876 de 2015.

Frente a este proyecto de ley, se presentaron los si-
guientes impedimentos:

Para que se le relevara de la condición de Ponente 
que le fue asignada, el honorable Senador Édinson Del-
gado Ruiz, en sesión de fecha septiembre veintinueve 
(29) de 2015, según Acta 17, presentó impedimento en 
los siguientes términos:
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“Doctor Antonio José Correa Jiménez. De confor-
midad con lo establecido en el artículo 291 de la Ley 
5ª de 1992, presento mi impedimento para conocer y 
participar sobre el Proyecto de ley número 61 de 2015 
Senado, por medio de la cual se crea el alcance del 
mandato establecido en el inciso 1° del artículo 35 de 
la Ley 01 de enero 10 de 1991, y como consecuencia de 
ello le solicitó designar un nuevo ponente.

Lo anterior toda vez que en la actualidad soy socio 
de una Empresa Operadora Portuaria, y el Proyecto ahí 
mencionado da alcance a una interpretación de la ley 
en materia pensional, con ocasión de la nueva Política 
de Puertos Marítimos, iniciado con la Ley 01 de 1990.

Por último, me permito señalar que en la Legislatu-
ra 2014-2015, me fue aprobado el Impedimento para 
participar del Proyecto de ley número 161 de 2015 Se-
nado, por la cual se interpreta con autoridad del Inciso 
1° del artículo 35 de la Ley 01 de enero 10 de 1991 y el 
artículo 12 del Decreto Extraordinario 035 de enero 3 
de 1992, el cual tiene el mismo objeto de esta iniciati-
va, pero que se archivó de conformidad con lo estable-
cido en el artículo 190 de la Ley 5ª de 1992.

Cordialmente,
Honorable Senador Édinson Delgado Ruiz.”

La Secretaría de la Comisión hizo constar que en la 
Sesión del veintiséis (26) de mayo del año 2015, según 
consta en el Acta número 38 de esa fecha, que el hono-
rable Senador Édinson Delgado Ruiz presentó una soli-
citud de declaratoria de Impedimento, frente al Proyec-
to de ley número 161 de 2014 Senado, muy parecido, 
muy similar al nuevo Proyecto de ley número 061 de 
2015 Senado. El Impedimento le fue admitido en esa 
Sesión del veintiséis (26) de mayo de dos mil quince 
(2015) y, en esta nueva ocasión se le había designado 
Ponente para Primer Debate al Proyecto de ley número 
061 de 2015 Senado.

Esta nueva solicitud de declaratoria de impedimen-
to, en la sesión de fecha septiembre veintinueve (29) de 
2015, según Acta número 17, fue aceptada con vota-
ción ordinaria, habiendo sido aprobada la declaratoria 
de Impedimento del honorable Senador Édinson Del-
gado Ruiz, con once (11) votos a favor. La Secretaría 
dejó constancia de que el honorable Senador Édinson 
Delgado Ruiz, desde que se radicó la solicitud de de-
claratoria de Impedimento y durante todo el trámite de 
resolución de la misma, no estuvo presente en el recin-
to; se dejó esa constancia en el Acta respectiva, confor-
me al Reglamento Interno del Congreso.

El honorable Senador Honorio Miguel Henríquez 
Pinedo también presentó el siguiente impedimento, en 
esta sesión de fecha veinticuatro (24) de noviembre de 
2015, así:

“Me declaro impedido para participar en la discu-
sión y votación del Proyecto de ley número 61 de 2015 
Senado, -
tablecido el inciso 1 del artículo 35 de la Ley 01 de 
enero 10 de 1991, porque un familiar en tercer grado de 
consanguinidad es pensionado de la empresa puertos 
de Colombia.

De los honorables Senadores,
Honorable Senador Honorio Miguel Henríquez 

Pinedo”.
Puesto a discusión y consideración, con votación 

nominal y pública, este impedimento fue aprobado con 
ocho (8) votos a favor, ningún voto en contra, ninguna 
abstención, sobre un total de ocho (8) honorables Sena-

dores y Senadoras presentes al momento de la votación. 
Los honorables Senadores y Senadoras que votaron 

Blel Scaff Nadia, Castañeda 
Serrano Orlando, Castilla Salazar Jesús Alberto, Co-
rrea Jiménez Antonio José, Delgado Martínez Javier 
Mauricio, Ospina Gómez Jorge Iván, Soto Jaramillo 
Carlos Enrique y Uribe Vélez Álvaro.

La Secretaría dejó constancia de que el honorable 
Senador Honorio Miguel Henríquez Pinedo se retiró 
del recinto, no participó en la discusión y votación de 
su propio impedimento y, por lo tanto, quedó exonera-
do de participar en el trámite de este proyecto de este 
ley.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5º del Acto 
Legislativo 01 de 2009, Votación Pública y Nominal 
y a la Ley 1431 de 2011, por la cual se establecen las 

-
titución Política, se obtuvo la siguiente votación:

Puesta a consideración la proposición con que ter-
mina el informe de ponencia , presentado por 
los honorables Senadores: Yamina del Carmen Pestana 
Rojas, Álvaro Uribe Vélez y Antonio José Correa Ji-
ménez, con votación nominal y pública, se obtuvo su 
aprobación, con diez (10) votos a favor, ningún voto en 
contra, ninguna abstención, sobre un total de diez (10) 
honorables Senadores y Senadoras presentes al mo-
mento de la votación. Los honorables Senadores y Se-

Andrade 
Casamá Luis Évelis, Blel Scaff Nadia, Castañeda Se-
rrano Orlando, Castilla Salazar Jesús Alberto, Correa 
Jiménez Antonio José, Delgado Martínez Javier Mau-
ricio, Ospina Gómez Jorge Iván, Pulgar Daza Eduardo 
Enrique, Soto Jaramillo Carlos Enrique y Uribe Vélez 
Álvaro.

- Puesta a consideración la proposición de votación 
en bloque y omisión de su lectura (propuesta por el 
honorable Senador Antonio José Correa Jiménez), la 
votación del articulado (con una proposición aditiva al 
artículo 1º), el título del proyecto y el deseo de la Comi-
sión de que este proyecto tuviera segundo debate, con 
votación nominal y pública, se obtuvo su aprobación, 
con diez (10) votos a favor, ningún voto en contra, nin-
guna abstención, sobre un total de diez (10) honora-
bles Senadores y Senadoras presentes al momento de 
la votación. Los honorables Senadores y Senadoras que 

Andrade Casamá Luis 
Évelis, Blel Scaff Nadia, Castañeda Serrano Orlando, 
Castilla Salazar Jesús Alberto, Correa Jiménez Anto-
nio José, Delgado Martínez Javier Mauricio, Ospina 
Gómez Jorge Iván, Pulgar Daza Eduardo Enrique, 
Soto Jaramillo Carlos Enrique y Uribe Vélez Álvaro.

El honorable Senador Álvaro Uribe Vélez, junto 
con los honorables Senadores: Andrade Casamá Luis 
Évelis, Blel Scaff Nadia, Castañeda Serrano Orlando, 
Castilla Salazar Jesús Alberto, Correa Jiménez Anto-
nio José, Delgado Martínez Javier Mauricio, Ospina 
Gómez Jorge Iván, Pulgar Daza Eduardo Enrique y 
Soto Jaramillo Carlos Enrique, presentaron proposi-
ción aditiva al artículo primero, en el sentido de adicio-
nar el siguiente parágrafo:

-

Puesta a consideración la anterior proposición, esta 
fue aprobada con votación nominal y pública, se obtuvo 
su aprobación, con diez (10) votos a favor, ningún voto 
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en contra, ninguna abstención, sobre un total de diez (10) 
honorables Senadores y Senadoras presentes al momen-
to de la votación. Los honorables Senadores y Senadoras 

Andrade Casamá 
Luis Évelis, Blel Scaff Nadia, Castañeda Serrano Orlan-
do, Castilla Salazar Jesús Alberto, Correa Jiménez An-
tonio José, Delgado Martínez Javier Mauricio, Ospina 
Gómez Jorge Iván, Pulgar Daza Eduardo Enrique, Soto 
Jaramillo Carlos Enrique y Uribe Vélez Álvaro.

En consecuencia, el artículo primero quedó aproba-
do de la siguiente manera:

“  Las pensiones de jubilación y sobre-
vivientes, reconocidas mediante actos administrativos 
expedidos por la extinta Empresa Puertos de Colom-
bia, vigentes a la fecha de su liquidación, continuarán 
siendo pagadas por la Nación, junto con los reajustes 
establecidos posteriormente.

-
tículo continuarán teniendo derecho a los servicios mé-
dico asistenciales contemplados en los actos de reco-
nocimiento de la pensión, por conducto de la empresa 
prestadora de salud que elija el titular de la prestación.

-

Puesto a consideración el título del proyecto, este 
fue aprobado de la siguiente manera: 
el alcance del mandato establecido en el inciso 1 del 
artículo 35 de la Ley 01 de enero 10 de 1991, tal como 
fue presentado en el Texto Propuesto del Informe de la 
Ponencia  para primer debate; con votación no-
minal y pública, se obtuvo su aprobación, con diez (10) 
votos a favor, ningún voto en contra, ninguna absten-
ción, sobre un total de diez (10) honorables Senadores 
y Senadoras presentes al momento de la votación. Los 

-
tivamente fueron: Andrade Casamá Luis Évelis, Blel 
Scaff Nadia, Castañeda Serrano Orlando, Castilla Sa-
lazar Jesús Alberto, Correa Jiménez Antonio José, Del-
gado Martínez Javier Mauricio, Ospina Gómez Jorge 
Iván, Pulgar Daza Eduardo Enrique, Soto Jaramillo 
Carlos Enrique y Uribe Vélez Álvaro.

– Una vez aprobada en Primer debate esta iniciati-
va, de manera inmediata la Mesa Directiva no designó 
Ponentes para Segundo Debate.

– La relación completa del Primer Debate se halla 
consignada en el Acta número 27, del martes veinticua-
tro (24) de noviembre de dos mil quince (2015), legis-
latura 2015-2016.

– Conforme a lo dispuesto en el artículo 8º, del Acto 
Legislativo número 001 de 2003 (último inciso del 
artículo 160 de la Constitución Política), el anuncio del 
Proyecto de ley número 61 de 2015 Senado, se hizo 
en las siguientes sesiones ordinarias: martes 3 de no-
viembre de 2015, según Acta número 21; martes 10 de 
noviembre de 2015, según Acta número 22; miércoles 
11 de noviembre de 2015, según Acta número 23; miér-
coles 18 de noviembre de 2015, según Acta número 25.

: honorable Senador Roberto Gerléin 
Echeverría.

PONENTES EN COMISIÓN SÉPTIMA DE SE-
NADO PARA PRIMER DEBATE, honorables Senado-
res: Yamina del Carmen Pestana Rojas, Édinson Delgado 
Ruiz, Álvaro Uribe Vélez y Antonio José Correa Jiménez.

– Publicación Proyecto Original: Gaceta del Con-
greso número 604 de 2015.

– Publicación Ponencia positiva para Primer De-
bate Comisión Séptima Senado: Gaceta del Congreso 
número 876 de 2015.

Número de artículos Proyecto Original: dos (2) 
artículos.

Número de Artículos Texto Propuesto Ponencia Po-
sitiva Comisión Séptima de Senado: Dos (2) artículos.

Número de artículos Aprobados Comisión Séptima 
de Senado: Dos (2) artículos.

Radicado en Senado: 19-08-2015.
Radicado en Comisión: 28-08-2015.
Radicación Ponencia Positiva en Primer Debate: 

30-10-2015.
COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  

PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO DE 
LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., a los diez (10) días del mes de di-
ciembre del año dos mil quince (2015)

En la presente fecha se autoriza la publicación en la 
Gaceta del Congreso
Primer Debate, en la Comisión Séptima del Senado, en 
sesión ordinaria de fecha martes veinticuatro (24) de 
noviembre de 2015, según Acta número 27, en seis (6) 
folios, al Proyecto de ley número 61 de 2015 Senado, 

en el inciso 1 del artículo 35 de la Ley 01 de enero 10 
de 1991. Lo anterior, en cumplimiento a lo ordenado 
en el inciso 5º del artículo 2º de la Ley 1431 de 2011.

El Secretario,
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